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Señores Representantes Juan C. Souza, Presidente y Gerardo Amarilla, Vicepresidente. 


Señores Representantes Fitzgerald Cantero Piali, Walter De León, Javier García, María 
Elena Laurnaga, Iván Posada y Berta Sanseverino. 


Señor Representante Daniel López Villalba. 


Iniciativas Sanitarias; Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay; Colectivo 
Cotidiano Mujer; Mujer y Salud en Uruguay (MYSU); Comisión Nacional de 
Seguimiento, Mujeres por Democracia, Equidad y Ciudadanía (CNS mujeres); Comisión 
de Bioética del SMU; Comisión de Bioética del MSP; Coordinadora Nacional de Cladem 
Uruguay; Organización Social Pro- Derechos; Proyecto Miramar; Mizangas, Mujeres 
Jóvenes Afrodescendientes; Consejo de Representatividad Evangélica del Uruguay 
(CREU); Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay (CEMUR); Mutualista 
Hospital Evangélico; Dr. Carlos Leoni; Asociación Cristiana Uruguaya de Profesionales de 
la Salud (ACUPS). 


SEÑOR PRESIDENTE (Souza).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial con la finalidad de tratar los proyectos vinculados a la interrupción voluntaria del 
embarazo da la bienvenida a la delegación de Iniciativas Sanitarias, integrada por su Directora Ejecutiva, la 
obstetra partera Ana Labandera, y por la Coordinadora del Área Difusión y Política, la psicóloga Cecilia 
Stapff, quienes han solicitado ser recibidas en el marco de la discusión de los proyectos de ley relativos a la 
interrupción voluntaria del embarazo. 


Como comprenderán, la cantidad importante de instituciones que han solicitado entrevista acota el tiempo de 
que dispone cada delegación para dar su opinión, además del poco plazo que nos queda para resolver sobre 
este tema. Por ese motivo, cuentan con quince minutos para exponer sus ideas. 


Tienen la palabra. 


SEÑOR LABANDERA.- Buenos días a todas y a todos. Agradecemos a los integrantes de la Comisión 
por recibirnos; para nosotros es muy importante. 


Venimos aquí en representación de Iniciativas Sanitarias, que es una organización de profesionales de la 
salud sexual y reproductiva, con sede en el Hospital de la Mujer, del Centro Hospitalario Pereira Rossell. 


Hemos analizado los proyectos que esta Comisión está considerando, junto a nuestros asesores letrados, que 
por razones de fuerza mayor no pudieron venir con nosotros. 


Iniciativas Sanitarias como institución referente en lo que hace al rol de los profesionales de la salud que ha 
trabajado constantemente a favor de los derechos de las mujeres, en lo concerniente a la reducción de la 
mortalidad materna y el enfoque sanitario del aborto como problema social, en esta instancia quiere destacar 
la importancia de que se considere la opinión sobre los documentos en estudio hacia la interrupción 
voluntaria del embarazo. 


Entendemos que es necesario conjugar los proyectos a la vista con la Ley N* 18.426, en la que se abordaron 
los derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos y a través de la cual el Estado se preocupó 
por la prevención de la mortalidad materna y sus causas, así como obligó a promover dichos derechos. 
Entendemos que dicha norma significó un avance cualitativo importante en lo que atañe a derecho de 
confidencialidad de las mujeres, al asesoramiento en salud sexual y reproductiva dentro del modelo de 
reducción de riesgo y daño ante un embarazo no deseado, no aceptado, fortaleciendo el empoderamiento para 
la autonomía en la gestión de su salud. 


Desde el año pasado se cuenta con un proceso de implementación de servicios integrales de salud sexual y 
reproductiva en las instituciones de salud del Sistema Nacional de Salud, que facilitan los espacios para la 
consulta, y con la cobertura de un equipo multidisciplinario calificado. 


Se nos ha pedido una opinión legal acerca del proyecto de interrupción voluntaria del embarazo firmado por 
el señor Diputado Iván Posada, contenido en un distribuido adjunto que contiene, además, el proyecto 
presentado por el señor Diputado Amado y el proyecto que cuenta con media sanción por parte del Senado de 
la República. 


Analizaremos en primer lugar y con carácter general el proyecto del señor Diputado Posada -en adelante "el 
proyecto", en consonancia con los otros dos textos, en adelante "proyecto Amado" y "proyecto Senado". 


El proyecto parecería enmarcarse en la línea del modelo de asesoramiento, en función a la remisión a la Ley 
N* 18.426 que realiza en su artículo 1%. Esta Ley dio cobertura legal al modelo contenido en la Ordenanza 
369 del Ministerio de Salud Pública, que denominaremos "modelo de asesoramiento", en el entendido de que 
no se afilia a una solución descriminalizadora en función de la llamada "solución de los plazos" -es decir, la 
posibilidad de recurrir a la interrupción voluntaria del embarazo en un plazo determinado por la sola decisión 


de la mujer-, sino que adopta un modelo de asistencia integral que pretende que la usuaria tome una decisión 
informada y consciente de las alternativas a la interrupción voluntaria del embarazo en un marco seguro. 


En este contexto, un afianzamiento del "modelo de asesoramiento" o camino intermedio entre la solución de 
los plazos y el sistema de indicaciones o permisos debería reconducirse a través de una profundización o 
complementación de la Ley N* 18.426. Por ello es saludable su remisión a esa ley, aún cuando el artículo 1* 
del proyecto tiene menciones superfluas y alguna hasta problemática. Así, la mención a la tutela de la vida 
humana es inconveniente, pues toda legislación que reconozca la legalidad de la interrupción voluntaria del 
embarazo está definitivamente dirimiendo un conflicto entre el interés de la madre y el interés del embrión. 


Sí parece acertado, dentro del modelo de asesoramiento, no eliminar el delito de aborto y solo excluir del tipo 
objetivo la interrupción voluntaria del embarazo llevada a cabo en las circunstancias -plazos e indicaciones - 
previstas en el modelo. Podrá ser discutible si los requisitos deben estar estampados en la ley o en la 
reglamentación, pero es indudable que el artículo 3” del proyecto establece pautas que, junto al plazo de la 
reflexión, dotan a la decisión de un marco de asesoramiento, contención e información que, por ejemplo, está 
ausente en el proyecto Amado y muy minimizado en el proyecto del Senado, reducida la remisión al modelo 
de la Ley N” 18.426 en una mención del artículo 12 bajo el título "Obligación de informar". 


En este contexto, y para que los requisitos que despenalizan la interrupción voluntaria del embarazo no se 
desvanezcan y se conviertan en meras formalidades, se debería hacer especial mención a los Servicios de 
Salud Sexual y Reproductiva a que alude la Ley N” 18.426. Son estos servicios -que deben estar 
estructurados en todos los prestadores de servicios sanitarios -los que deberían tener el monopolio del 
asesoramiento y toma de consentimiento para una interrupción voluntaria del embarazo. 


De este modo, establecidas las circunstancias objetivas en que la interrupción voluntaria del embarazo no 
encuadra en el delito de aborto, deberían reformularse los artículos 325 y siguientes del Código Penal. En 
efecto, del artículo 2” del proyecto no queda claro si la interrupción voluntaria del embarazo en las 
condiciones allí establecidas es una causa de impunidad o excluye la tipicidad objetiva. En nuestra opinión, 
se debería establecer, mediante reforma del Código Penal, que el delito de aborto -artículo 325 bis -se 
configura cuando la mujer causare su propio aborto fuera de los plazos, circunstancias y requisitos de lugar y 
modo establecidos en el proyecto. Tampoco es posible dejar inalterado el artículo 325 bis, pues en un nuevo 
contexto de aborto descriminalizado esta figura no solo se debe dirigir a criminalizar la práctica clandestina 
del aborto sino también su práctica fuera de las pautas del modelo de asesoramiento. 


En el mismo sentido, el proyecto íntegro parece manejar un concepto de aborto instrumental, omitiendo 
cualquier referencia al aborto farmacológico, que está por demás demostrado que es el elegible. 


Como se dijo, el modelo de asesoramiento combina plazos y permisos. En el proyecto, los permisos se 
estructuran como excepciones a los plazos y están contenidos en el artículo 6”. En él se contempla el aborto 
terapéutico, lo cual no genera mayores dificultades, salvo que en el inciso final no queda claro el derecho de 
la madre a continuar con el embarazo de un feto viable aún poniendo en riesgo su propia vida. En efecto, la 
frase "salvo cuando la gravedad del caso determine que ello no sea posible" echa sombras sobre la 
posibilidad de esa decisión extrema. 


Una problemática especial se plantea con el consentimiento de las menores de edad al momento de decidir la 
interrupción voluntaria del embarazo. El sistema de notificación a los padres o representantes legales, si no 
está justificado, quebranta el derecho a la confidencialidad médica que tienen las menores y que está 
recogido por el artículo 11 bis del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


La solución de requerir el consentimiento de por lo menos uno de sus representantes legales y, en caso de 
ausencia de consenso entre la menor y sus representantes, acudir a la vía judicial, no parece ser el camino 
más acertado. Desconoce el concepto de "adolescencia madura" o "madurez progresiva". Ello lleva a postular 
que también desconoce el derecho a la conficencialiad médica de que goza -y debe gozar -el y la menor. 


En Uruguay, la Ley N* 18.426 estableció claramente, a través de la incorporación de un artículo 11 bis al 
Código de la Niñez y la Adolescencia que: "Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a la información y 
acceso a los servicios de salud, inclusive, los referidos a la salud sexual y reproductiva, debiendo los 
profesionales actuantes respetar la confidencialidad de la consulta y ofrecerle las mejores formas de atención 
y tratamiento cuando corresponda.- De acuerdo con la edad del niño, niña o adolescente se propenderá a que 


las decisiones sobre métodos de prevención de la salud sexual u otros tratamientos médicos que pudieran 
corresponder, se adopten en concurrencia con sus padres u otros referentes adultos de su confianza, debiendo 
respetarse en todo caso la autonomía progresiva de los adolescentes". 


El tercer inciso de la norma establece: "En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, niña o 
adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo con este o con sus padres o responsables del mismo en cuanto 
al tratamiento a seguir, el profesional podrá solicitar el aval del Juez competente en materia de derechos 
vulnerados o amenazados de niños, niñas y adolescentes, quien a tales efectos deberá recabar la opinión del 
niño, niña o adolescente, siempre que sea posible". 


A su vez, el Decreto Reglamentario de la Ley N* 18.335, dictado en setiembre de 2010, establece en su 
artículo 31 que "los adolescentes tienen derecho a que se guarde confidencialidad también respecto de sus 
familiares, incluyendo a sus padres, tutores u otros responsables, de los datos relativos a su salud que 
contenga su historia clínica, salvo que a juicio del profesional de la salud actuante o de la Dirección Técnica 
del servicio de salud exista riesgo grave para la salud del usuario, paciente o terceros". 


En suma, el artículo 5% del proyecto puede poner en riesgo el derecho del adolescente a la confidencialidad. 
El conflicto se plantea en aquellos casos en que la menor pida la confidencialidad de su decisión de 
interrumpir el embarazo aún frente a sus representantes legales, ya sean padres o tutores. 


En un primer nivel de análisis es obvio que en todos los casos el médico deberá persuadir a la menor de 
interiorizar a sus padres de la situación y tomar -una decisión en conjunto. No obstante, queda subsistente el 
problema de que la menor pida la confidencialidad de su decisión ya sea por temor a un conflicto de intereses 
con sus padres, porque sea víctima de violencia intrafamiliar o porque no desea que estos se enteren de su 
embarazo y su decisión de abortar. 


Bajo esta óptica, la solución preferible sería dejar en manos del médico y el equipo -en el marco del sistema 
de asesoramiento instaurado por la Ordenanza 369 y la Ley N* 18.426 -la evaluación de si la menor ha 
tomado una decisión madura y en tal caso tratarla como mayor. Por ello, es también criticable que el 

artículo 1* del proyecto consagre la indicación del plazo solo para las mujeres mayores de edad. En el caso de 
las menores maduras, la violación a su derecho a la confidencialidad que consagra el proyecto puede 
empujarlas a no ingresar al sistema de asesoramiento y volcarse al mercado clandestino. 


El modelo del proyecto configura una regulación restrictiva del aborto adolescente. 


Los sistemas restrictivos se caracterizan por adoptar soluciones en tres niveles: las leyes que obligan al 
médico a notificar a los padres de la menor que expresa su voluntad de realizar un aborto, las leyes que 
exigen el consentimiento escrito de los padres y las leyes que, cuando la menor no quiere involucrar a los 
padres, se sustituye el consentimiento de estos por el de un Juez. El proyecto -con la solución contenida en su 
artículo 5” -instaura un sistema de notificación a los padres y la judicialización del conflicto. 


Este tipo de sistema ha sido objeto de diversas críticas. Con respecto a la notificación a los representantes 
legales, en la página de la organización Pro- Choice, puede leerse: "Las jóvenes que no se lo dicen o no 
pueden decírselo a sus padres, frecuentemente tienen razones importantes como una historia de alcoholismo 
en la familia, de abuso emocional o físico o de incesto. La participación de esos padres podría invitar a más 
abusos de la adolescente o de otro miembro de la familia. En vez de hablar con sus padres -por cualquier 
razón que fuera -algunas jóvenes recurren a abortos peligrosos e ilegales o tratan de hacerse el aborto a sí 
mismas. Al hacerlo, corren peligro de graves heridas y muerte, o en algunos casos, de cargos criminales". 


En la misma página, también se afirma: "Al colocar obstáculos en el camino de las adolescentes, las leyes 
restrictivas tienen el efecto de crear demoras adicionales para mujeres que ya tienen dificultad en buscar 
atención rápida. Cuando las adolescentes saben que el doctor está obligado por la ley a hablar con sus padres 
antes de proporcionarle servicios de salud, están menos dispuestas a obtener atención a la salud relacionada 
con la actividad sexual". 


La sustitución del consentimiento de los padres por la intervención judicial también ha sido objeto de críticas. 
En la misma página se establece: "Ir a un tribunal suele ser intimidante aun para los adultos más sofisticados, 
quienes generalmente tienen un abogado que los represente. Una adolescente embarazada que busca una 

excepción jurídica, no solo tiene que buscar a un juez, sino que tiene que navegar en un sistema legal confuso 


y encarar preguntas intensas, a veces sentenciosas y a menudo traumáticas hechas por desconocidos. 
Ciertamente, las adolescentes más pobres, más jóvenes y con menos experiencia son las menos capaces de 
usar las excepciones judiciales, por lo cual tienen la mayor probabilidad de convertirse en madres 
adolescentes o en víctimas de un aborto ilegal". 


A todo ello, hay que añadir una crítica no menor y que es el pilar del sistema de asesoramiento. El proyecto, 
en esta materia, elimina la confidencialidad médico- paciente para las adolescentes que han decidido finalizar 
un embarazo. La consecuencia de este tipo de legislación restrictiva puede agravar el problema en lugar de 
solucionarlo. Hasta hoy, la consulta en el modelo de asesoramiento es confidencial aun en el caso de 
adolescentes, diciendo el equipo si involucra o no a los padres en función de las concretas circunstancias del 
caso. 


Cabe recordar que, en materia de consentimiento informado, la teoría del adolescente maduro ha sido 
recogida en el Decreto reglamentario de la Ley N* 18,335, exigido por el artículo 3” del proyecto. En efecto, 
el artículo 24 de este decreto establece: "De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente, se propenderá a 
que las decisiones sobre la atención de su salud, incluyendo los métodos de prevención de la salud sexual, se 
adopten en concurrencia con sus padres u otros adultos de su confianza, debiendo respetarse en todos los 
casos la autonomía progresiva de los adolescentes. Sin perjuicio de lo previsto precedentemente, tratándose 
de adolescentes podrán efectuarse actos de atención a su salud con su consentimiento fundado y sin el 
consentimiento de los padres, tutores y otros responsables, si en función de su grado de madurez y evolución 
de sus facultades, el profesional de la salud actuante considera que el adolescente es suficientemente maduro 
para ejercer el derecho a consentir". La norma deja a salvo la posibilidad de acudir al juez en caso de riesgo 
vital cuando no se llegue a un acuerdo con el niño o el adolescente y sus padres. 


Como se nos ha terminado el tiempo, quiero decir que les dejamos una copia del material. 


De cualquier manera, y para finalizar, quiero señalar que entendemos que los esfuerzos por conjugar los 
diferentes documentos hacia la unificación y concreción del derecho de la mujer a la salud sexual y 
reproductiva, en todas sus expresiones, demuestran la evolución política del sistema democrático, respetando 
los enunciados de las Naciones Unidas hacia las Metas del Milenio y, si bien Uruguay se ha destacado por 
alcanzar algunos objetivos marcados en esas metas, con esto atiende la necesidad de alcanzar la tríada de 
educación para una autogestión responsable, anticoncepción para prevenir embarazos no deseados, no 
aceptados, y aborto legal y seguro para disminuir los riesgos y daños que configuran los abortos inseguros y 
clandestinos. 


Agradecemos mucho la invitación y quedamos a su disposición. 

A los integrantes de Iniciativas Sanitarias -como profesionales de la salud, que hace diez años que estamos 
trabajando en la salud sexual y reproductiva de las mujeres y con el impacto del modelo hemos logrado 
disminuir notoriamente la mortalidad materna por esta causa, que era la primera causa de muerte en 2001 - 


nos complace estar acá y servir como asesores técnicos en lo que refiere al trabajo y la responsabilidad de los 
profesionales con los usuarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin lugar a dudas, el material que nos dejan será un aporte de valoración en 
el tratamiento de este tema, que es absolutamente delicado, importante y que divide aguas en el país. 


Les agradecemos en grado sumo el aporte realizado en el día de hoy. 
(Se retiran de Sala las representantes de Iniciativas Sanitarias) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay) 


——- La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Federación de Estudiantes Universitarios del 
Uruguay integrada por las señoras Camila Csery y María Clara Reyes y el señor Gastón Duffour. 


SEÑOR DUFFOUR.- En representación de la Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay 
queremos trasmitir que nos llena de beneplácito poder participar de esta instancia. Consideramos 
fundamental que nuestro Parlamento nacional escuche a las organizaciones de la sociedad civil en este 
intercambio acerca de un tema tan importante, que toca tan profundamente a toda la sociedad en su 
conjunto. Esta ha sido discusión transversal a lo largo de la última década, durante todo el proceso de 
una ley no solo de interrupción voluntaria del embarazo sino de salud sexual y reproductiva para 
nuestro país. 


Queremos aclarar a las señoras Diputadas y señores Diputados que nuestra Federación no está a favor del 
aborto sino a favor de la interrupción voluntaria del embarazo. Consideramos que esta es una distinción muy 
necesaria porque de ahí parte el diagnóstico que hace la Federación y que expondremos a lo largo de nuestra 
intervención. 


A juicio de la Federación, el no aborto no existe, ya que a lo largo de diferentes culturas ha sido transversal y 
es una práctica que han desarrollado las mujeres en toda la historia de la humanidad. Ello significa que 
debemos revisar el diagnóstico que tenemos como país para encarar una situación en la cual el esquema 
prohibicionista -planteado actualmente no está siendo efectivo para brindar garantías a las mujeres que 
realizan esta práctica y además está teniendo consecuencias en sus vidas. En particular, ese tipo de 
diagnóstico demuestra que hay una problemática por parte del Estado en el diseño de políticas públicas que 
apunte a lo que se trata de hacer con un esquema de prohibición: que esta práctica se vaya erradicando. 
Nosotros creemos que una de las cosas que se debe profundizar es que se brinden garantías a todas las 
mujeres que vayan a realizar esto, más allá de la razón por la cual la mujer llegue a realizarlo. ¿Qué queremos 
decir con esto? No importa por qué la mujer se esté realizando esa intervención, sino que cuando lo haga 
tenga las garantías, como ciudadana de nuestro país, de que no le va a costar la vida. 


SEÑORA REYES.- Sabemos que la interrupción voluntaria del embarazo está penalizada desde hace 
más de setenta años y que durante todo este tiempo no se ha podido erradicar, como decía mi 
compañero. Nos parece que la existencia de esa legislación no ha hecho más que poner en riego y 
atentar contra la salud de las mujeres que han interrumpido su embarazo a lo largo de estos setenta 
años. Además, no solo han puesto en riesgo sus vidas sino su futura reproducción, ya que muchas han 
quedado estériles por someterse a procesos en la clandestinidad. 


Consideramos que la ley de salud sexual y reproductiva ha mejorado muchísimo la situación. Sin embargo, 
no es suficiente. 


Las mujeres que abortan en nuestro país hoy, se exponen a un triple riesgo. Por un lado, no existe una 
legislación que las respalde, por lo cual no cuentan con las garantías sanitarias adecuadas. Por otra parte, se 
ven condenadas a la estigmatización que conlleva asumir públicamente la realización voluntaria del 
embarazo. Por último, si sobreviven a ese procedimiento en la clandestinidad, corren el riesgo de ser 
penalizadas. Entonces, por más que la ley de salud sexual y reproductiva es un avance, tiene un vacío legal 
muy importante, ya que obliga a las instituciones a atender a la mujer previamente y luego de la realización 
de la interrupción voluntaria del embarazo pero no durante. Nos parece que eso implica reconocer que existe 
esa problemática pero no tomar conciencia de ello realmente o no hacerse cargo como se debería. 


Consideramos que el Estado debería garantizar el cumplimiento de los derechos de todos y todas. 


SEÑORA CSERY.- También queremos comentar que como estudiantes universitarios contamos con 
una resolución del Consejo Directivo Central de la Universidad de la República que ya tiene diez años - 
es de 2002-, en la que la Universidad reconoce la necesidad de que haya una ley que permita la 
interrupción voluntaria del embarazo. En este sentido, creemos que su despenalización es necesaria 
pero no suficiente; suficiente sería la legalización, porque en ese marco el Estado podría garantizar los 
derechos de todos y todas. 


SEÑOR DUFFOUR.- Quiero aclarar que nosotros no solo estamos hablando como estudiantes 
universitarios sino también como jóvenes, que somos la población más vulnerada en este sentido. 
Sabemos que el embarazo adolescente es una problemática en nuestro país y, como muy bien decían las 
compañeras, la ley de salud sexual y reproductiva ha aportado y avanzado significativamente en lo que 


tiene que ver con la prevención y el primer nivel de atención en salud. Sin embargo, pasamos a un 
estadio en el cual eso no cumplió el efecto deseado. Desde ahí el Estado debe hacer una autocrítica, y 
nosotros como ciudadanos y ustedes como Representantes tenemos que hacernos esa autocrítica y 
revisar el diagnóstico en el cual solo la prevención no es la forma de buscar la solución. Si bien es 
fundamental, sabemos que en nuestra sociedad hay asimetrías de información que también refieren a 
las clases sociales y -esto repercute directamente en las prácticas que pueden llevar adelante ciertas 
mujeres que tienen plata, que pueden comprar garantías. Esto nos parece fundamental: no queremos 
que nuestras ciudadanas tengan que comprar garantías para sobrevivir. Si nosotros entendemos que 
hay que comprar garantías, no solo estamos violentando nuestra moral como país sino, además, 
generando ciudadanas de clase A y ciudadanas de clase B. En ese sentido, la Federación siempre peleó 
y va a seguir peleando por una sociedad con justicia social para todos y todas. No entendemos que 
porque alguien haya nacido en determinado barrio con condiciones marginales o de exclusión social no 
pueda desarrollar un aborto como sí lo puede hacer una persona de Carrasco. Y lo planteamos en ese 
nivel; se trata de una práctica que es transversal a todos, y no solo eso, ya que también es un secreto a 
voces. En ese sentido, también hay un doble discurso de la sociedad en su conjunto, porque a pesar de 
que pensamos que no es la medida más adecuada que puede tomar una mujer, muchas veces tiene que 
tomarla, porque en ocasiones es solo ella la que se hace cargo de la situación. En realidad, los hombres 
muchas veces nos escapamos y no nos hacemos cargo de ese hijo o hija que engendramos. Seamos 
honestos y no mantengamos esa doble moral y ese doble discurso que impide que se le den las garantías 
necesarias a las mujeres. Y no me refiero solo al acompañamiento para aquellas que tengan un hogar 
monoparental, sino que tampoco se les da garantías de que ese embrión fecundado tendrá una vida 
plena 


Nosotros consideramos que es fundamental pensar en eso. Además, consideramos que como ciudadanos y, 
principalmente, como Estado debemos hacernos una autocrítica importante en cuanto al diagnóstico y a la 
construcción de políticas públicas que apunten a fortalecer las garantías, principalmente de las mujeres, pero 
también de la sociedad en su conjunto, porque aquí hay una discusión de derechos. 


En ese sentido, considero que se debe discutir qué garantías tenemos los ciudadanos y ciudadanas del país 
con respecto a nuestro sistema de salud. Creo que el Sistema Nacional Integrado de Salud apunta a la 
universalización del acceso a la salud y de un estándar de calidad, pero con respecto a esta práctica se siguen 
comprando estándares; continuamos en un Estado feudal, ya que las mujeres que pueden acceder a ciertos 
contactos o espacios tienen asegurada su vida, y las que no, tendrán que volver a la hoja de perejil. Digo esto 
porque ese tipo de cosas están comprobadas; esto no es algo que se construya desde una retórica, sino que 
hay estudios que demuestran que en varios estratos sociales que están por debajo de la línea de pobreza estas 
prácticas se llevan a cabo a través de mecanismos caseros, que no solo ponen en riesgo -tal como dijeron mis 
compañeras -la vida de la mujer, sino también su fecundidad a futuro. Por tanto, ahí también tenemos un 
problema como Estado. 


En ese sentido, los últimos datos del censo han demostrado que tenemos problemas en cuanto al crecimiento 
demográfico. Por tanto, debemos dar garantías para que todas las mujeres tengan la posibilidad de concebir a 
lo largo de toda su vida. 


SEÑORA REYES.- La señora Csery hizo referencia a las dos resoluciones que aprobó el Consejo 
Directivo Central de la Universidad. Esas dos resoluciones apuntan a actualizar la legislación en 
materia de salud sexual y reproductiva. Creemos que la legislación, como decía la señora Csery, no solo 
debe contemplar la despenalización del aborto, que es un requisito indispensable para garantizar el 
acceso a la salud, sino también el acceso universal a todos los servicios de salud. En realidad, se debería 
apuntar a que todos los servicios de salud estén obligados a brindar ese servicio en forma gratuita. 


Además, la resolución de la Universidad del año 2007 afirma que la existencia de una contradicción 
manifiesta entre el marco legal vigente y las convicciones de un número significativo de ciudadanas y 
ciudadanos, así como las prácticas sociales ampliamente extendidas, son evidentes. Esto quiere decir que la 
sociedad actualmente no se siente respaldada y amparada con la legislación; existe una pluralidad muy 
grande de valores, de morales, de éticas que no están contempladas, y nos parece que si se actualiza podría 
llegar a ser más representativa y aplicable a la sociedad actual. 


SEÑORA CSERY.- Cuando hablamos de despenalización, nos referimos a que es importante que la 
interrupción voluntaria del embarazo deje de ser un delito entre las doce primeras semanas de 
gestación. Si esto no ocurre, la situación va a continuar igual, porque se va a seguir penalizando y 
poniendo en riesgo a la mujer. 


SEÑOR DUFFOUR.- En realidad, si el aborto no se despenaliza, se seguirá fomentando el comercio 
clandestino. Como el no aborto no existe -razón por la cual hace varios años que estamos buscando 
soluciones para enfrentar la situación, pero sí un mercado que muchas veces es más rápido que el 
Estado en algunos aspectos, se genera un espacio clandestino, del que también forman parte médicos 
egresados de la Universidad de la República. Por esa razón, nosotros queremos que el Estado empiece 
a controlar a las personas que realizan esta práctica, porque no es seguro que estén cumpliendo con 
todos los requisitos, a pesar de tener un título. Además, sabemos que el uso del misoprostol no está 
controlado y desconocemos si puede llegar a ser contraproducente para la mujer que se lo está 
aplicando. Sin duda, esto no puede ser algo discrecional y el Estado no puede permitir que una persona 
se ponga en riesgo por desinformación. Creo que si esto ocurre se estaría yendo en contra de la Ley de 
Salud Sexual y Reproductiva, que apunta a la prevención y a disuadir esta práctica. Claramente creo 
que ninguna mujer del país quiere llegar a practicarse una interrupción voluntaria del embarazo, y 
por ello queremos que eso trate de evitarse a través de métodos anticonceptivos, de información y de 
una buena educación sexual. Sin embargo, si se llega a ese límite, debe existir la posibilidad de que la 
mujer no tenga que enfrentarse a una situación traumática, condicionada por su situación socio- 
económica o por falta de amparo por parte del Estado. 


En realidad, estamos discutiendo qué tipo de Estado queremos, qué garantías se van a brindar a los 
ciudadanos y ciudadanas de nuestro país y hasta dónde se va a permitir que el mercado clandestino sea el que 
determine quién vive y quién muere, cuando el Estado es quien debería brindar las garantías necesaria para 
que ello no ocurra. Creo que el Parlamento debe tener en cuenta todos estos aspectos para pensar en aprobar 
la despenalización del aborto, aunque sabemos que eso no es suficiente, pero sí un gran avance para todos. 
Por ello exhortamos a que tengan en cuenta lo que hemos manifestado, ya que si seguimos con el régimen 
actual van a seguir muriendo mujeres, continuará existiendo el mercado clandestino y seguirá existiendo una 
doble moral en nuestro país. En ese sentido, queremos decir que decidir mantener la legislación actual 
también es tomar una postura moral, cuando el Estado tiene que bregar por legislar para un colectivo, el cual 
ha demostrado que está a favor de la despenalización del aborto. 


Por tanto, exhortamos a nuestros Representantes a que tomen en cuenta estos argumentos, porque nos parece 
fundamental acabar con esa doble moral que se mantiene en el discurso, cuando la realidad nos demuestra 
que las cosas no son así. En realidad, todos contamos con los diagnósticos, pero lo importante es que las 
soluciones representen lo mejor para cada uno de los ciudadanos y ciudadanas. 


Solo nos resta decir que la Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay va a ser una aliada de todos 


aquellos que apunten a construir una mejor sociedad, que trabajen para que no haya asimetrías por problemas 
socio- económicos y que tengan en cuenta las necesidades de hoy y, principalmente, las de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Valoramos muchísimo el aporte brindado, que será utilizado como insumo de 
trabajo por la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay) 
(Ingresa a Sala una representante del colectivo Cotidiano Mujer) 


——— Damos la bienvenida a la señora Lilián Celiberti, representante del colectivo Cotidiano Mujer. 


SEÑORA CELIBERTL.- Voy a ser breve porque nosotros estamos argumentando a favor del derecho a 
decidir de las mujeres desde 1989 y hemos venido varias veces al Parlamento, a distintas instancias de 
discusión. Tenemos una posición pública notoria sobre el tema y siempre hemos generado debates al 
respecto. 


Hemos hecho llegar a la Comisión las consideraciones jurídicas que elaboramos sobre los proyectos. 
Básicamente apoyamos el proyecto aprobado en el Senado, que es el que respalda la Coordinadora por la 
Legalización del Aborto, que nuestra organización integra. Por lo tanto, no voy a centrarme en los aspectos 
jurídicos ni en la consideración de los argumentos que esgrimen los cuatro proyectos que circularon y que 
están en debate en esta Comisión, sino que voy a enfatizar dos aspectos que me parecen fundamentales. 


En primer lugar, ninguna mujer recurre al aborto con liviandad. Alguien puede pensarlo y es un pensamiento 
como cualquier otro, pero no tiene derecho a decirlo. No doy ese derecho a nadie porque soy ciudadana de 
este país, soy adulta y, por lo tanto, tengo la capacidad de tomar mis decisiones con las consideraciones 
correspondientes. Por lo tanto, desde el punto de vista de la acción pública del Estado, no está en discusión el 
aborto sí o el aborto no; lo que está en discusión es si se penaliza o no, si se criminaliza o no. Por supuesto, 
hay personas que no quieren abortar y no lo harán, y tendrán todos los hijos a que las habiliten su capacidad 
reproductiva y sus relaciones personales. Otras personas controlamos nuestra capacidad reproductiva -es la 
práctica general de los uruguayos, lo cual no es un tema nuevo sino que está presente desde la consolidación 
del Estado nación en el Uruguay. Inclusive, el control de la natalidad realizado muy tempranamente en 
nuestro país marca una diferencia histórica con respecto a otras naciones de América Latina. 


Reitero: el centro del debate es si criminalizamos o no a una mujer que aborta. Las decisiones que llevan a 
una mujer a abortar son múltiples. Nuestra organización trabaja con mujeres que recurren a nosotros con 
situaciones cotidianas de violación de derechos tremendamente angustiosas. Por supuesto, resolvemos 
aquellas que podemos -no en este terreno-, pero debemos considerar que vivimos en una sociedad desigual, 
en la que la gente no tiene las mismas oportunidades y, por lo tanto, el Estado debe velar por no criminalizar 
situaciones, sobre todo teniendo en cuenta el contexto de violencia en que vivimos en el momento actual. 


Ante acontecimientos como la reciente investigación de una mujer por la realización de un aborto, debemos 
preguntarnos si en este momento y en esta realidad debemos hacer pasar a las personas por una situación de 
violencia estatal como el encarcelamiento por esta práctica. La despenalización es una salida necesaria y nos 
parece que, además, ha sido aprobada y consensuada a nivel ciudadano. Por supuesto que sabemos que es un 
tema polémico y, como tal, hay que recurrir a la decisión personal o familiar según el credo y la posición que 
los ciudadanos y las ciudadanas de este país tengan. 


El segundo aspecto que nos parece central es que la despenalización contribuye a generar mejores 
condiciones sanitarias y de ejercicio legal de derechos, y permite políticas de prevención más activas por 
parte del Estado desde el punto de vista sanitario, educativo, etcétera, que son fundamentales para sacar el 
tema del aborto de la clandestinidad y colocarlo como materia de salud preventiva de las mujeres. 


¿Por qué enfatizamos el derecho a decidir de las mujeres? Antes que nada, consideramos que las mujeres 
somos seres adultos y ciudadanos, con capacidad de decidir. Si una mujer está en una relación respetuosa de 
los vínculos, sin duda que la decisión se toma en la pareja. Sin embargo, estamos en un país en el cual, a la 
vez que se está discutiendo esto, los asesinatos de mujeres cometidos en el marco de sus vínculos personales 
son cada vez más alarmantes. Por lo tanto, ¿podemos pensar en una obligatoriedad de consultar a un varón 
que tal vez tenga una relación de poder o de violencia como la que llevan a la muerte permanente de mujeres 
y a acontecimientos tremendamente terribles como los vividos este año, en los dos últimos episodios 
lamentables? 


Pensamos que las relaciones de poder forman parte de una sociedad. En esas relaciones de poder, las mujeres 
están en situación de subordinación y, por lo tanto, en aras de una igualdad de oportunidades, el Estado debe 
proteger la capacidad de decidir de las mujeres con plena conciencia y, por supuesto, con todas las 
orientaciones necesarias, además de la información que habilite una decisión responsable. 


El tercer aspecto tiene que ver con la necesidad de que vivamos en una sociedad en la cual los hijos 
engendrados y nacidos sean deseados. Yo soy maestra, educadora y me preocupa básicamente la educación. 
Pienso que el crecimiento y el desarrollo pleno de un ser humano también tiene que ver con las condiciones 
en las que nace y con las condiciones con las que se le protege. También en este sentido estamos viendo 
procesos de violencia contra niñas y niños, no solo de violencia sexual que es un tema tabú y que está más 
generalizado de lo que pensamos. El hecho de pensar en hijos nacidos del deseo de la familia, del padre y de 
la madre, o de la madre sola o de otro tipo de pareja, para mí es fundamental y forma parte del derecho de los 
niños a nacer en hogares en los cuales sean deseados y queridos. 


Estas argumentaciones son centrales para el rol del Estado en términos de Estados laicos que respetan las 
opiniones de todo el mundo. En Francia, Giscard d'Estaing, que es católico, dijo que el Estado debía 
promulgar el derecho al aborto, a pesar de que sus creencias personales no lo habilitaban. Precisamente, en 
aras de estas políticas de prevención, es que podremos garantizar derechos de las personas a decidir sobre la 
cantidad de hijos que se deseen tener y, sobre todo, la no criminalización de las mujeres que por infinitas 
razones llegan a decidir la interrupción del embarazo por incapacidad, por proyectos de vida o por razones 
económicas. Acá no estamos hablando del tema de la violación, que creo no está en discusión. Espero que no 
esté ni siquiera en consideración el hecho de que cuando se produce una violación, el aborto esté habilitado 
sin más trámite, a decisión de la mujer, aunque pueden haber otras decisiones. 


Por último, quisiera plantear una cosa que ha sido parte de una campaña que hemos llevado adelante. 
Pensamos que la maternidad es un acto de amor, de compromiso, de proyecto de vida de una familia. No es la 
única forma de vivir el amor, pues hay otras; hay otro tipo de relaciones y parejas que deciden no tener hijos. 
Así como la maternidad debe ser voluntaria, cuando hablamos de la interrupción del embarazo, también debe 
ser voluntaria porque, precisamente, la maternidad es voluntaria y no se puede imponer ser madres; uno 
decide ser madre y, por lo tanto, también cuántos hijos y qué proyecto de familia se quiere tener. 


Este tema está vinculado con otros aspectos que no están en consideración de esta Comisión como, por 
ejemplo, la reproducción asistida, etcétera, en los que el Estado también tiene que garantizar la reproducción 
en aquellos casos en los que naturalmente no se da. En este sentido, hay proyectos que tienden a garantizar 
que aquellas mujeres que no pueden tener hijos por alguna razón, puedan requerir una asistencia que les 
habilite el derecho a ser madres. También existe el mismo derecho a no ser madres y no se obligue a serlo, si 
la mujer no quiere. 


Estos son los aspectos centrales. Yo traje por escrito los argumentos jurídicos que trabajamos colectivamente 
en la coordinadora. No quiero agregar más argumentaciones porque hay otras consideraciones para plantear. 


En algunos de los proyectos vimos que se formaría una Comisión a los efectos de asesorar a las mujeres, 
hablar sobre las causas estructurales del aborto y convencerlas de que no aborten. Pensamos que ninguna 
Comisión -porque somos ciudadanas que estamos en el mismo nivel -ni el poder médico tienen derecho a 
decir a una mujer qué debe hacer con su vida. Por lo tanto, consideramos que si se crea una Comisión a este 
respecto, deberá ser informativa sobre el aborto, sus posibles consecuencias, sus métodos de prevención, 
etcétera, como se habilita en las normas sanitarias que están vigentes. Lo que sucede es que tenemos 
iniciativas pre y pos aborto, pero no el acceso al misoprostol, que es un medicamento y no requiere de 
intervención quirúrgica, que dentro de las doce semanas posibilita generar un aborto en mejores condiciones 
de seguridad en términos de salud de las mujeres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece los aportes realizados por la señora Lilián Celiberti y 
adelantamos que serán un insumo de trabajo. 


(Se retira de Sala una representante del colectivo Cotidiano Mujer) 
(Ingresa a Sala una delegación de Mujer y Salud en Uruguay) 


——— Damos la bienvenida a la señora Martha Aguñín y al señor Mauricio de los Santos quienes representan 
a MYSU, Mujer y Salud en Uruguay, que nos visitan para dejarnos sus planteos, ideas y propuestas acerca 
del tema que hoy nos ocupa en esta Comisión. 


SEÑORA AGUÑÍN.- Gracias por la invitación. 


Como decía el señor Presidente, somos integrantes y representamos a Mujer y Salud en Uruguay, MYSU. Se 
trata de una organización no gubernamental, feminista, que se fundó en 1996 y cuya misión es la promoción 
y la defensa de la salud, los derechos sexuales y reproductivos desde una perspectiva de equidad de género y 
generaciones. Cuenta con un equipo estable y una red de profesionales, investigadores e investigadoras 
asociadas a nivel nacional y regional. Vamos a entregar a la Comisión un sobre que contiene materiales 
producidos por MYSU. 


Desde hace años se ha venido trabajando en el monitoreo y relevamiento de las necesidades en materia de 
salud sexual y reproductiva de la población uruguaya. Hemos identificado avances, obstáculos y vacíos en 
políticas y programas. Esto lo hemos hecho con el propósito de dar respuesta a las problemáticas existentes. 


En el campo de la salud sexual y reproductiva ha habido avances, pero siguen detectándose déficit en la 
atención integral. Uno de los déficit está relacionado con el tema del aborto como práctica clandestina e 
ilegal, y las graves consecuencias que tiene en la salud de las mujeres. Según una investigación del Centro 
Internacional de Investigación e Información para la Paz, en nuestro país se realizan aproximadamente 
33.000 abortos por año. Por otra parte, existe un subregistro y no hay datos confiables sobre la morbilidad en 
las mujeres por abortos practicados en forma insegura. 


La maternidad deseada debe ser entendida como un derecho y una responsabilidad. Imponer la maternidad es 
deshumanizarla, tiene impacto sobre la calidad de su ejercicio y puede dar lugar a maltratos, abandonos y 
abusos de niños y de niñas. 


Como lo demuestran distintos estudios e investigaciones realizadas por los organismos referentes en salud en 
el ámbito internacional, como la Organización Mundial de la Salud, el Fondo de Población de Naciones 
Unidas, Family Care International, entre otros, mantener el delito del aborto dificulta el combate a la práctica 
clandestina e insegura del mismo y conlleva serios riesgos para la salud de las mujeres que abortan. 


En lo que va del año, MYSU identificó a través de sus monitoreos permanentes, la muerte de dos mujeres 
que se realizaron abortos en forma insegura. Por eso en la norma debe estar claramente establecido que el 
aborto voluntario hasta las doce semanas de gestación o en situaciones de violación, riesgo de salud de la 
mujer o del feto no es delito, y -que no solo que no se aplicará la pena, como establece el artículo 2* del 
proyecto de ley relativo a la interrupción excepcional del embarazo. 


En este sentido, sugerimos y recomendamos enfáticamente que en el caso que se introduzcan cambios al 
texto del proyecto de ley que cuenta con media sanción del Senado, se garantice que serán modificados los 
artículos 325 y 325 bis del Código Penal para que, en los plazos y las condiciones establecidas, el aborto no 
sea un delito. Dado el contenido de los distintos proyectos a estudio en esta Comisión, habrá condiciones 
para acordar lo antedicho. 


La otra preocupación que tenemos es la de condicionar la configuración de una práctica delictiva al 
cumplimiento o no de ciertos requisitos institucionales que el sistema de salud de nuestro país no garantiza. 
No existen profesionales suficientes en todos los servicios de salud para implementar equipos 
interdisciplinarios compuestos por médico, asistente social y psicólogo, tal como se establece como requisito 
para que la práctica del aborto no sea penalizable. 


Los monitoreos realizados por MYSU sobre la reglamentación de la Ley N* 18.426 que se ha implementado 
a partir de enero de 2011 en el Sistema Nacional Integrado de Salud, indican que, fuera de las capitales 
departamentales, en el primer nivel de atención no hay servicios de salud sexual y reproductiva. A modo de 
ejemplo, en una visita que efectuamos a Río Branco detectamos que en esa ciudad no hay disponibilidad de 
todos los profesionales requeridos para integrar un equipo multidisciplinario, por lo que las mujeres que lo 
requieren deben viajar a Melo, a 90 kilómetros de distancia. 


Cuando esos servicios existen, en Montevideo y en las capitales departamentales, no siempre el acceso a la 
prestación se realiza dentro de los tiempos necesarios. Esto quiere decir que cuando alguien pide una consulta 
al equipo, se dilata el tiempo necesario para la atención. La respuesta no es inmediata. 


Nos permitimos señalar como importante la función de contralor del Poder Legislativo para el debido 
cumplimiento de las normas que genera, porque no deberían establecerse requisitos que luego no se cumplan. 
La idea de proponer la atención interdisciplinaria integral es buena en teoría; si en la práctica no se garantizan 
las condiciones, se convierte en una barrera de acceso. En la actualidad y en nuestro país el método más 
utilizado por las mujeres para la interrupción de embarazos es el uso del Misoprostol. Por lo tanto, la norma 
que se apruebe debe actuar sobre esa realidad para ser efectiva. Si se dificulta el acceso a los servicios, al 
establecer tantos requisitos, las mujeres seguirán utilizándolo en forma insegura, particularmente las que 
están en condiciones de mayor vulnerabilidad. 


Por otra parte, el núcleo duro de la práctica insegura del aborto, que es la principal causa de las muertes u 
otros daños a la salud de las mujeres, no estaría siendo efectivamente abordado. Como organización 
especializada en salud, MYSU ha contribuido a desarrollar estrategias de reducción de riesgos y daños, como 
la Ordenanza 369/04 del Ministerio de Salud Pública, conocida como de atención pre y pos aborto. Si bien 
hemos señalado sus bondades, también hemos señalado sus deficiencias. Sin ser una organización que brinda 
servicios, en MYSU recibimos diariamente un promedio de cuatro llamadas, de hombres y mujeres, 
desesperados por resolver situaciones de aborto sin correr riesgos de vida. Para quienes estamos en esto, 
resulta terrible. 


En síntesis, después de tantos años de debate, el país se debe una norma con relación al aborto, que se adecue 
a la realidad y que promueva, prevenga, atienda y garantice condiciones efectivas para que las paternidades y 
las maternidades sean decisiones informadas, autónomas, deseadas y responsables. Las decisiones en el 
terreno reproductivo no son banales. Por eso prohibir la práctica del aborto no lo ha impedido. Como 
tampoco despenalizarla la promovería como método prioritario de regulación de la fecundidad. Sostener esto 
último pone en duda la capacidad de las mujeres para tomar decisiones responsables y meditadas. No 
olvidemos que tanto proseguir un embarazo como interrumpirlo sucede sobre el cuerpo de las mujeres. Por 
eso para ellas nunca es un hecho banal. 


Los impactos psicológicos sobre las mujeres, derivados de la práctica del aborto, en caso de existir, se 
producen fundamentalmente por las condiciones en las que se realiza. Es la sanción social la que pesa, y si 
queremos mitigar los costos en salud, incluida la salud mental, debemos combatir el estigma y la 
discriminación vinculada a la práctica del aborto. 


Para finalizar, vamos a entregar a la Comisión la declaración emitida por las organizaciones participantes en 
la Primera Jornada Nacional por la Salud Sexual y Reproductiva, realizada el 3 de agosto pasado, que recoge 
el posicionamiento de decenas de organizaciones provenientes de todo el país. 


Agradecemos la oportunidad de haber sido recibidos por esta Comisión y esperamos, por el bien de todos y 
todas, que tomen la resolución sobre el texto del proyecto que más beneficie a la ciudadanía. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Cuando estábamos pensando nuestra participación nuevamente como 
MYSU en el ámbito parlamentario discutiendo este tema, evaluamos que era una excelente 
oportunidad para hacer pública esta declaración que, como decía mi compañera, surgió de la Primera 
Jornada Nacional por la Salud Sexual y Reproductiva que coorganizamos con la Secretaría de Género 
del PIT- CNT el pasado 3 de agosto. Lo significativo de este encuentro es que participaron más de 
cuarenta organizaciones de más de veinte localidades, configurándose un perfil distinto al que venía 
debatiendo este tema en el pasado. 


Queremos leer esta brevísima declaración que dice así: "A la opinión pública y al Poder Legislativo.- 
Representantes de 45 organizaciones sociales (gremios, movimientos de usuarios de la salud, organizaciones 
de la diversidad sexual, de mujeres, de jóvenes, profesionales de la educación y la salud) provenientes de 
diversos lugares del país, que participamos de la Primera Jornada Nacional por la salud Sexual y 
Reproductiva realizada en Montevideo en el mes de agosto, queremos expresar públicamente que: 1. 
Reclamamos al Poder Legislativo la pronta aprobación del proyecto de ley de interrupción voluntaria del 
embarazo que se encuentra en debate en la Comisión Especial de Diputados y que ya ha tenido media sanción 
en el Senado.- 2. Las demoras del sistema político continúan perjudicando a las mujeres que interrumpen su 
embarazo en condiciones de clandestinidad poniendo en riesgo su salud y sus vidas, siendo una situación 
particularmente grave para las mujeres que viven en condiciones de mayor vulnerabilidad.- 3. Las 
negociaciones políticas y la modificación del texto que deban realizarse para obtener los votos requeridos 
para su aprobación, deben contener al menos la modificación del Código Penal para que el aborto deje de ser 
delito antes de las doce semanas de gestación y fuera de ese plazo cuando ponga en riesgo la salud de la 
mujer, cuando el embarazo sea producto de una violación o cuando el feto tenga malformaciones 
incompatibles con la vida. De lo contrario el sistema político no habrá dado solución real e integral a la 
inseguridad que significa su práctica clandestina.- 4. En todos los casos debe asegurarse la aprobación de una 
ley que pueda ser implementable en todo el país y para las mujeres de todas las condiciones, de otro modo se 
generarán barreras para el acceso a una prestación de salud perjudicando a quienes más lo necesitan.- La 
sociedad uruguaya lleva más de 25 años debatiendo sobre la necesidad de armonizar la norma jurídica con la 
realidad. Los abortos se producen cotidianamente porque las mujeres, en demasiadas oportunidades, se 


enfrentan a embarazos que no buscaron y no quieren o pueden sostener.- Para que los servicios de salud 
sexual y reproductiva sean integrales deben incluir la práctica de interrupciones voluntarias de embarazo sin 
discriminación, coerción ni violencia de ningún tipo. Todas las personas tienen el derecho a decidir de forma 
libre y autónoma el tipo de familias que quieren conformar y el número de hijos que desean tener. EL 
TIEMPO ES AHORA". 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de MYSU. 


(Se retiran de Sala representantes de MYSU) 


(Ingresan a Sala representantes de la Comisión Nacional de Seguimiento, Mujeres en Democracia, Equidad y 
Ciudadanía, CNS Mujeres) 


——— La Comisión tiene el agrado de recibir a las señoras Milka Sorribas y Vicenta Camusso, integrantes de 
la Comisión Nacional de Seguimiento, Mujeres en Democracia, Equidad y Ciudadanía. 


SEÑORA SORRIBAS.- En primer lugar, agradecemos que nos hayan recibido en este ámbito. Como 
organizaciones de mujeres que venimos trabajando desde hace muchos años, es muy importante 
porque sabemos que las mujeres tenemos menos posibilidades para poder expresarnos en espacios 
públicos respecto a estos temas. Más allá de los posicionamientos que cada una de las organizaciones 
expresen en este ámbito, valoramos que el sistema democrático permita a los distintos colectivos 
expresarse y hacer aportes en este tema que nos preocupa a todos. 


Como organización de mujeres, los derechos sexuales y reproductivos constituyen un elemento central de 
nuestra agenda de género. Lograr que estos derechos alcanzaran la legitimidad que hoy tienen ha sido un 
largo y trabajoso recorrido. Esto ha ocurrido tanto a nivel internacional como nacional. Para las 
organizaciones de mujeres, los derechos sexuales y reproductivos constituyen derechos humanos, tal como se 
establece en distintas convenciones y conferencias; particularmente, para la Comisión Nacional de 
Seguimiento que sigue a la Conferencia de El Cairo y Beijing, ese es el elemento central de la agenda de 
trabajo y en este sentido, entendemos que el tema es fundamental. Considerar la despenalización del aborto 
voluntario como un asunto de derechos humanos, de salud pública, de justicia social, constituye parte central 
de las mujeres organizadas. 


CNS Mujeres es un colectivo que surgió en 1996 y que tiene más de sesenta organizaciones de mujeres en 
todo el país. Se articula a partir de una plataforma política que es la agenda de las mujeres -presentada en 
cada período preelectoral -conteniendo las principales demandas, apuestas y aportes de la sociedad civil 
organizada. En cada una de las presentaciones de las agendas que elaboró la CNS, desde 1999, cuando se 
elaboró la primera hasta el 2009 que es la última, ha habido un capítulo referido a los derechos sexuales y 
reproductivos y una demanda específica en relación a que estos derechos sean respetados, que se consagren 
en la ley, incluyendo el acceso a servicios de efectivización del aborto. Estoy hablando en nombre de mujeres 
-de Montevideo y del interior -que cotidianamente se encuentran con que sus derechos están vulnerados. Esto 
es importante para tener en cuenta la dimensión territorial de cómo afecta cotidianamente a las mujeres esta 
falta de derechos. 


En este sentido, sabemos que lo que existe en nuestro país es la ley de 1938 y para las mujeres significa que 
el aborto siempre es un delito, que implica para las mujeres transitar por una situación de clandestinidad, sean 
del estrato social que sean. Es claro que se trata de un tema de justicia social, porque las mujeres con menos 
recursos económicos verán más vulnerados sus derechos 


Sabemos que las que tienen más recursos cuentan con mejores herramientas para transitar esta situación, pero 
en todo caso, siempre estarán cometiendo un delito, siempre estarán al margen de la ley y esto significa un 
dispositivo de disciplinamiento del cuerpo de las mujeres muy importante que muestra esta dimensión de 
inequidad en la sociedad en que vivimos. 


Por otro lado, en esta sociedad existe un doble discurso, una moral doble, porque mientras lo que se sanciona 
en lo público, en lo privado, las prácticas están diciendo otras cosas. 


Las mujeres que acceden a hacerse abortos son de todos los partidos políticos, de todas las clases sociales y 
tienen trayectorias educativas diferentes, y no solamente comprometen su cuerpo sino, muchas veces, la 
situación de un núcleo familiar. Por eso me parece importante colocar esta dimensión del tema. 


También sabemos que el hecho de que sea un delito, de que sea punible, no ha significado un cambio en la 
práctica del aborto; al contrario. Históricamente, las mujeres han recurrido a esta práctica y lo seguirán 
haciendo, porque tiene que ver con la situación de cada mujer en cada momento de su vida. 


Por lo tanto, lo que ha hecho la ley del año 1938 es que estas condiciones de vulnerabilidad en que se realizan 
los abortos sean una limitante para las mujeres, pero no ha cambiado de ninguna manera la práctica del 
aborto; este es un hecho real. 


Por otro lado, consideramos que este proyecto de ley debe ser enfocado, fundamentalmente, desde el punto 
de vista de los derechos y no de las convicciones personales, de los credos religiosos ni de los 
posicionamientos filosóficos, que pueden ser variables y muy atendibles, pero esperamos que los legisladores 
que nos representan coloquen por encima de esas creencias personales el bienestar común y la conciencia 
pública de la ciudadanía; a eso apelamos. 


Con respecto al proyecto sobre el aborto, apelamos a su despenalización. Aspiramos a que las mujeres 
puedan acudir a servicios de salud donde se les garantice plenamente que sean atendidas en condiciones en 
todo el territorio nacional. Pensamos que -tal como está el proyecto -si esto no se garantiza, los derechos de 
las mujeres estarán muy limitados y, si no se establece alguna forma de sanción en el caso de que dentro del 
sistema de salud no se cumpla con esa posibilidad de acceso, nuevamente dejaremos ese vacío que sabemos 
que en otros ámbitos muchas veces generan situaciones de injusticia para las mujeres. 


SEÑORA CAMUSSO.- Integro la coordinación general de la Comisión Nacional de Seguimiento. 


Milka Sorribas ya hizo una presentación bastante amplia de cuál es nuestra posición como Comisión, no 
desde ahora sino desde hace muchos años. Es más: diría que antes de que la Comisión existiera, desde los 
años setenta, las mujeres venimos luchando por este tema. 


Sin duda, la despenalización del aborto, la salud sexual y reproductiva y los derechos sexuales y 
reproductivos son temas de derechos humanos. 


Aquí hay algunas cuestiones que -analizar tal cual están planteadas en el proyecto en este momento. Por un 
lado, siguen colocando a las mujeres en un lugar de total responsabilidad frente a una situación de salud 
pública. Mientras esto no se aborde como un problema de salud pública y de derechos, seremos las mujeres 
de todas las edades las que seguiremos soportando el peso de una decisión y de un riesgo. Este tema no se 
trata de mortalidad sino de moral, una moral que este pueblo uruguayo no quiere mirar. Hay mucha moral y 
poca realidad, y la realidad es que quienes más sufren en el tema de tener acceso a un diagnóstico, a un 
cuidado y a la práctica de los derechos de salud sexual y reproductiva como el aborto -independientemente de 
los motivos por los cuales este se lleve a cabo -somos las mujeres, y son las mujeres más pobres las que 
tienen que pagar más, porque las condiciones de insalubridad en las que se da son tremendas. Ustedes lo 
saben, y nosotros no vamos a abordar un tema que en este país se conoce desde hace muchos años. 


No se trata de un tema de mortalidad ni de a quién vamos a defenderle la vida sino, simplemente, de 
comenzar a mirar cuál es la situación real y quiénes somos los que hemos cambiado los números de 
mortalidad materna en este país en los últimos años. Eso se ha logrado a expensas de las mujeres. 


Seguimos negando algunas cuestiones, y hoy parece ser que el Misoprostol es la gran solución, pero resulta 
que quienes manejamos, conseguimos y usamos ese producto somos las mujeres. Ese es un tema de moral no 
de mortalidad que el pueblo uruguayo, la ciudadanía uruguaya ni el Parlamento uruguayo han podido sanear 
frente al conjunto de las mujeres que, a pesar de ser más del 52% de la población, para eso no tenemos 
ningún tipo de derecho. 


Lo que marca la ley con relación a una suspensión de la pena en determinadas circunstancias, vuelve a 
colocar a las mujeres en situaciones de riesgo y de vulnerabilidad altísimas, porque las ubica como 
criminales. Pasamos a ser criminales según un proyecto de ley que quiere regular; así se nos coloca 


Por otro lado, algo bastante complicado es el tema de este operador, asesor o consejero, que es un médico; es 
el mismo que nos va a aconsejar acerca de si tomamos o no una decisión, de qué razones dependerá, de si se 
investiga, de si hay requisitos y cuáles son. Nuevamente volvemos a colocar a las mujeres en un lugar de 
vulnerabilidad y, fundamentalmente, ubicando, tanto al médico como a la mujer, dentro de un proceso penal 
apenas aparece esta consulta. Quien consulta ya comienza a transitar el camino de un proceso penal. Ese 
también es un gran riesgo. 


Por otra parte, el derecho a la salud debe tener -cierta garantía y -cierta promoción de derechos. Si el Estado 
no es capaz de garantizar a las mujeres esa posibilidad está siendo omiso; no solo omite lo que tendría que 
proteger en su país, sino que, además, viola todos los acuerdos internacionales que ha firmado, incluido el de 
El Cairo. 


SEÑORA SORRIBAS.- Vemos que los procedimientos son muy engorrosos y que tenemos que analizar 
las situaciones reales. Este es un tema que tiene que ver con la salud pública y con la equidad social 
pero, fundamentalmente, es un tema político. Por lo tanto, apelamos al cuerpo legislativo para que 
resuelva este tema del modo más justo posible; estamos apelando a la justicia de género 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a nuestras invitadas por el aporte que nos han dejado en la 
mañana de hoy. 


(Se retiran de Sala las representantes de la Comisión Nacional de Seguimiento, Mujeres por Democracia, 
Equidad y Ciudadanía) 


——- Ya hemos enviado a la Cámara la solicitud de autorización para continuar sesionando simultáneamente 
pero, por una cuestión reglamentaria, debemos suspender la sesión. 


La Comisión pasa a intermedio. 

(Es la hora 10 y 30) 

——- Continúa la reunión. 

(Ingresa a Sala la Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay) 


——— Damos la bienvenida y agradecemos la presencia de las doctoras Mariela Mautone y Mónica Guerra 
representantes de la Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay. 


Tenemos el tiempo acotado, pero tendremos la flexibilidad necesaria para escucharlas porque es nuestro 
interés conocer su opinión. 


SEÑORA MAUTONE.- Agradecemos que nos hayan recibido. Soy miembro responsable de la 
Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay. 


Las siguientes reflexiones sobre el proyecto de ley "Interrupción excepcional del embarazo" pertenecen a los 
integrantes de la Comisión de Bioética del Sindicato y queremos dejar constancia que representan su 
posición, no la del Comité Ejecutivo ni del gremio en su totalidad. 


La solicitud del análisis de los proyectos que estudia esta Comisión nos fue entregada el 15 de agosto de 
2012. Por motivos de tiempo hemos analizado en forma exclusiva el denominado "Interrupción excepcional 
del embarazo", elaborado por el señor Diputado Posada. 


El título "Interrupción excepcional del embarazo" nos ha parecido especialmente adecuado. A nuestro 
entender, expresa claramente el conflicto que significa, ya que la interrupción del embarazo no es una 
práctica deseada. Se deben encontrar acuerdos mínimos y un marco legal para una práctica que se ha 
mantenido en el tiempo en forma clandestina y ha determinado una amenaza importante para la salud de la 
mujer. En ese contexto nos pareció muy adecuado el título. 


En términos generales, el proyecto no ha despertado desacuerdos en la Comisión, solo tenemos algunas 
observaciones. 


Pensábamos que los requisitos a los que refiere el artículo 3% ya estaban contemplados en la Ley N* 18.426 de 
Defensa del Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva, en cuanto al acceso de la mujer a un asesoramiento 
por parte de un equipo multidisciplinario. 


El inciso C) del artículo 4” "Deberes de los profesionales" dice: "velar para que el proceso de decisión de la 
mujer permanezca exento de presiones de terceros [...]". Nosotros pensamos que sería más adecuado utilizar 
la palabra "procurar" en lugar de "velar", porque hace que esta acción sea más posible de alcanzar. 


Para el caso del artículo 5* referido a los deberes de las instituciones públicas o privadas de medicina general 
tenemos las mismas observaciones que para el artículo 3%. Es decir, si existe la posibilidad de 
compatibilizarla con la Ley N* 18.426. 


Al artículo 6” que trata las excepciones no le encontramos observaciones, pero hay un punto que nos parece 
importante señalar: no menciona hasta cuándo se podrían interrumpir las gestaciones producto de 
violaciones. Si bien el mundo hay acuerdo en cuanto a que el plazo de doce semanas puede resultar escaso 
dado la situación de la violación, pensamos que en una ley se debe establecer claramente un plazo máximo. 


También leímos el proyecto del señor Diputado Amado y nos parece adecuado el plazo de dieciocho semanas 
que él plantea, ya que aleja la posibilidad de que el producto de esa gestación pueda ser reanimado o tenga 
signos de viabilidad, que es lo que más nos preocupa. Productos de mayor tiempo de gestación podrían ser 
reanimados y viables. 


Nos parece correcto compatibilizar el artículo 7* referido al consentimiento de menores de edad, con la 
situación de las mujeres menores establecida en el artículo 8” de la Ley N* 17.823, Código de la Niñez y 
Adolescencia. Tanto en este artículo como en el 8” "Consentimiento de mujeres declaradas incapaces", nos 
parecía que habría que tomar alguna precaución para protegerlas de las posibles situaciones de violencia 
doméstica. Los padres, tutores, curadores o personas relacionadas con la familia podrían estar directamente 
vinculados con la gestación. 


La redacción del artículo 12 "Requisito adicional" nos resulta un poco confusa. Establece que sólo podrán 
ampararse a las disposiciones de la presente ley las ciudadanas uruguayas o las extranjeras que demuestren 
fehacientemente su residencia habitual en el territorio de la República durante un período no menor a un año. 
Nosotros estamos de acuerdo. 


No tenemos otras observaciones. Queremos recalcar que estas observaciones fueron hechas por la Comisión 
de Bioética y que no expresan la opinión del Comité Ejecutivo ni del gremio en su totalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia. 


(Se retira de Sala la Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay) 
(Ingresa a Sala la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública) 


——- Esta Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Juan José Di Génova en representación de la 
Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR DI GÉNOVA.- Antes que nada quiero agradecer la posibilidad que nos dan de expresar 
algunos puntos a los que hemos llegado por consenso en nuestra Comisión. Traje un documento que 
voy a dejar, pero antes voy a leer algunas partes. 


Debido al escaso tiempo que tuvimos solo pudimos tratar dos documentos de los que nos fueron enviados por 
los señores legisladores: el proyecto de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, Carpeta 1354, en 
adelante proyecto con media sanción, y el proyecto de ley de "Interrupción excepcional del embarazo" del 
señor Diputado Posada, en adelante proyecto de interrupción excepcional. En diciembre del año pasado 
fuimos citados a la Comisión del Senado, en la que expusimos una serie de puntos que tenían que ver con 


bioética pura relativos a este tema. En este momento, obviamos esas consideraciones porque entendemos que 
estamos en una etapa distinta, en la que puntualmente se están discutiendo estos proyectos de ley. 


Pocos temas en bioética tienen una deliberación que concluye en posiciones que no logran un consenso. Uno 
de ellos es la interrupción del embarazo. Compartimos los conceptos expresados por la doctora María Teresa 
Rotondo de Cassinelli, compañera de nuestra Comisión, que hacen referencia a la conveniencia de procurar 
soluciones consensuadas que surjan de debates que realicen un análisis que incluya los componentes sociales, 
filosóficos, sanitarios y éticos que prevalezcan en un momento dado en una sociedad democrática 
determinada y que, evidentemente, intervienen activamente en la consideración del tema. Dice lo siguiente: 
"El tema del aborto es de abordaje complejo y difícil, que origina corrientes de aprobación o rechazo en las 
distintas comunidades del mundo. En las sociedades pluralistas, respetuosas de los valores de todos los 
participantes, el tema no será solucionado desde la perspectiva ética, sino que luego de debates donde se 
realice el análisis reflexivo del mismo, se intente alcanzar un consenso social, dentro de una sociedad 
democrática". 


Con respecto al proyecto con media sanción, reiteramos una crítica que hicimos anteriormente, cuando 
estuvimos en el Senado. En esa oportunidad, hicimos una serie de propuestas, y tenemos el orgullo de decir 
que unas cuantas de ellas fueron aceptadas. No sabemos que esta, a la que estoy haciendo referencia, fue mal 
interpretada o simplemente se desechó; de todos modos, queremos reiterarla. Entendemos que en el 

artículo 1” se debería evitar la palabra "derecho", dado que se otorgaría a una persona derecho absoluto sobre 
el no nacido. Una fórmula posible podría ser simplemente "podrá decidir". Por ejemplo, la ley española dice: 
"Podrá interrumpirse el embarazo dentro de las primeras catorce semanas de gestación a petición de la 
embarazada". Reitero que entendemos que debería cambiarse la palabra "derecho", que implicaría el derecho 
absoluto sobre el no nacido, por "podrá decidir”. 


En el artículo 15 del proyecto de ley con media sanción se establece la creación de un Comité Clínico para 
decidir excepcionalidades. Entendemos que es una interesante creación, ya que sería el ámbito apropiado 
para posibles modificaciones futuras de la reglamentación de la ley, por los constantes e inexorables cambios 
en los conocimientos científicos y en las tecnologías aplicadas en ginecobstetricia y neonatología, que logran 
mayores viabilidades a edades fetales cada vez menores. Por este motivo, en el artículo 2, referido a la mujer 
víctima de violación, entendemos fundamental establecer un plazo máximo. Éticamente debe considerarse la 
protección del no nacido cuando es un embarazo avanzado, eventualmente viable, para quien según la 
neonatología moderna hay porcentajes de sobrevida, pero con frecuentes complicaciones y discapacidades, 
las cuales irían disminuyendo a medida que el feto lograra mayor madurez. En otras legislaciones se 
establece un plazo máximo de veintidós semanas. Esto puede ser discutible. Tengo aquí algunos datos sobre 
las tasas de prematurez en el Reino Unido, donde tienen una capacidad tecnológica muy avanzada y de muy 
buena calidad, así como estadísticas muy bien llevadas. Esas estadísticas indican que la sobrevida en 
embarazos de veintidós semanas es de 6%; a las veintitrés semanas es de 26%; a las 24 semanas, de 55% y a 
las veinticinco semanas, de 72%. Esto es con respecto a la sobrevida, pero la presencia de morbilidad, es 
decir, de afecciones en estos fetos, es de 100% a las veintidós semanas; de 92% a las veintitrés semanas y de 
91% a las veinticuatro semanas. En el seguimiento a largo plazo, a los seis años de vida, se demostró que la 
sobrevida sin ninguna discapacidad fue del 0% para los nacidos a las veintidós semanas; de 1% a las 
veintitrés semanas; de 3% a las veinticuatro semanas; y de 8% a las veinticinco semanas. Se señala que 
establecer un limite de discapacidades o secuelas que resulten en una calidad de vida aceptable o inaceptable 
es cuando menos muy difícil, sino imposible. 


Puede ser cuestionable, pero nosotros entendemos que sería muy importante establecer un plazo máximo de 
veintidós semanas. 


Con respecto al artículo 2”, una redacción posible para el literal c) sería la siguiente: "Si el embarazo fuera 
producto de una violación acreditada con denuncia judicial e intervención de médico forense, el plazo 
previsto en el artículo 1* se extenderá hasta un máximo de veintidós semanas. La reglamentación de la ley 
podrá modificar el plazo de veintidós semanas de acuerdo al avance de los conocimientos científicos en la 
materia". Aquí entraría a tallar el Comité Clínico, cuya creación se prevé en el artículo 15. 


En cuanto al artículo 14, sugerimos sustituirlo por una enunciación similar a la que se usó en el artículo 9 de 
la Ley N* 18.473, de salud sexual y reproductiva. Nuestra propuesta es la siguiente: "De existir objeción de 
conciencia por parte del personal de salud ante el ejercicio del derecho de la paciente objeto de esta ley, la 


misma será causa de justificación suficiente para que le sea admitida su subrogación por el personal 
calificado que corresponda". Y luego se agregaría lo que este proyecto con media sanción propone: "La 
objeción de conciencia no podrá dar lugar a ninguna sanción o discriminación". 


Estas son nuestras propuestas con respecto al proyecto que tiene media sanción del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar al análisis del otro proyecto, que en definitiva es sobre el que 
estamos trabajando, quisiera hacerle una pregunta. En el artículo relativo a la violación, tanto del 
texto contenido en el proyecto con media sanción, como en el posterior, que el doctor Di Génova pasará 
a analizar, se hace referencia a la denuncia judicial y a la intervención del médico forense. Pregunto si 
la intervención del médico forense puede ser determinante para comprobar la violación, teniendo en 
cuenta que es posible que la denuncia no se haga en forma inmediata. 


SEÑOR DI GÉNOVA.- La cuestión es que la prioridad la tiene el no nacido. El hecho sucedió en 
determinado momento y a partir de allí el proceso sigue adelante; eso no puede cambiarse. La idea es 
que el peritaje sea lo más próximo posible a la violación, de manera de disponer de más tiempo y no 
poner en peligro la vida del feto. 


La cuestión es que si se demuestra que el embarazo es producto de una violación y ello lleva a la interrupción 
del embarazo, hay que pensar que se va a hacer legalmente, es decir, en una institución acreditada en el 
Sistema Nacional Integrado de Salud. Pero si se llega a un punto en que la vida de ese embrión es viable, se 
tratará de que viva. Pero si es producto de una violación, la mujer no quiere eso, por lo que estaríamos en una 
contradicción absoluta. Entonces, o lo dejamos morir, lo cual es inaceptable, o tal vez muera naturalmente. 
De manera que el peritaje forense debe realizarse lo antes posible, precisamente, para evitar estos problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias. 


SEÑOR DI GÉNOVA.- Los siguientes comentarios refieren al proyecto de interrupción excepcional, el 
cual propone un interesante período de cinco días de reflexión para una decisión más meditada y sin 
coacciones. Creemos que este es un logro importante. 


Los requisitos que imponen los artículos 3 y 4 del proyecto "Interrupción excepcional del embarazo" 
involucran a muchas personas, por lo que nuestra Comisión de Bioética entiende que sería imprescindible 
mencionar el deber de confidencialidad en ambos, ya que solo lo exige explícitamente a nivel de las 
instituciones. Como el tema de la confidencialidad es altamente estimable desde el punto de vista bioético, 
entendemos que lo que se ponga explícitamente, en la forma más completa posible, va a jugar mucho más a 
favor de la autonomía de la mujer. Por eso mencionaba este detalle. 


A su vez, entendemos que el artículo 4 de ese proyecto es excesivamente detallado y abre una brecha en la 
confidencialidad como, por ejemplo, al exigir, por ley, el uso de carteleras. Habría que revisar este tema, pero 
-bastaría con imponer el deber de información a los usuarios, dejando a la reglamentación de la ley los 
detalles más apropiados, a la evolución de los medios de difusión y al asesoramiento que las comisiones de 
bioética institucionales -legalmente establecidas -puedan hacer en cada lugar. 


Estas son las evaluaciones que queríamos hacer, que son pocas, pero que entendemos son importantes para 
complementar con la opinión de los legisladores que, por cierto, es muy valiosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor su amabilidad, su atención y el material que nos deja. 


(Se retira de Sala el representante de la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora Nacional de Cladem Uruguay) 
——- La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Coordinadora Nacional de Cladem Uruguay, 


integrada por la doctora Ana Lima, la licenciada en bibliotecología Alicia Benítez y la licenciada en trabajo 
social María José Doyenart. 


SEÑORA LIMA.- Soy la Coordinadora Nacional de Cladem Uruguay. Cladem es el Comité de 
América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos Humanos de la Mujer; es una red socio- 
jurídica. Hace más de veinte años trabajamos en la promoción y defensa de los derechos humanos de 
las mujeres y en el monitoreo del cumplimiento por parte de los Estados de las distintas Convenciones 
y legislaciones que muchas veces hemos contribuido a crear para la protección de esos derechos. 


Lo primero que querría decir a los honorables y las honorables Representantes de nuestro Parlamento es que 
nos tomamos muy en serio los derechos humanos de las mujeres y es por eso que hemos recibido 
reconocimientos y premios internacionales de instituciones muy importantes. Asimismo, tenemos estatus 
consultivo en las Naciones Unidas y en la OEA. Creemos que este tema es suficientemente complejo y 
delicado y que el Estado uruguayo tiene pendiente cumplir con sus compromisos internacionales y 
nacionales. Por eso hoy estamos aquí para hacer una serie de puntualizaciones sobre cuestiones que nos 
preocupan de los proyectos que ustedes tienen a consideración. 


Quiero aclarar que he sido magistrada penal durante muchos años y trabajo en el tema de los derechos 
humanos desde hace más de una década. 


Mis compañeras se referirán al aspecto socio- político del proyecto que tienen a consideración, pero lo 
primero que quiero señalar es que la iniciativa que querríamos que fuera aprobada y entrara en vigencia es la 
que aprobó el Senado de la República. Naturalmente, sabemos que estamos frente a otras posibilidades y en 
el trabajo de Cladem también tratamos de analizar la realidad y articular las distintas posiciones. Dejando de 
lado el proyecto del Senado, me interesaría destacar que lo que se establece en cuanto a la interrupción del 
embarazo en el proyecto que presentó el señor Diputado Posada el 14 de marzo de 2012, nos parece 
adecuado, porque allí se dice que "no será penalizada para el caso que la mujer cumpla voluntariamente con 
los requisitos que se establecen en el artículo siguiente y se realice antes de las primeras doce semanas de 
gravidez". 


Queremos destacar que el proyecto que tienen a consideración, contrariamente a lo que intenta establecer el 
artículo 1”, no despenaliza el aborto; este continúa siendo delito. Voy a tratar de explicar esto en palabras muy 
simples. Para que una conducta sea delito debe estar contemplada en el Código Penal. Ese es un principio 
constitucional muy caro para nuestro país y es el de la legalidad. Si algo no está en el Código Penal, no es 
delito; si algo está en el Código Penal, sí es delito. Entonces, el artículo que establece que no se aplicarán los 
artículos 325 y 325 bis, en realidad lo que está haciendo es suspender la aplicación de la pena, pero de 
ninguna manera suspende la posibilidad de una investigación penal. Por ejemplo, si a alguien se le ocurriera 
denunciar a una persona que siga todo el procedimiento administrativo que establece este proyecto, puede 
hacerlo y claramente podrá ser investigada. Creemos que eso no está en el espíritu de nuestros legisladores y 
nuestras legisladoras y mucho menos en los compromisos que Uruguay tiene a nivel internacional y nacional. 


Además, por un lado queda un delito y, por otro, si yo cumplo un trámite administrativo no lo cometo, lo cual 
desde el punto de vista del Derecho es muy delicado. Es como decir que si yo sigo un procedimiento para una 
operación de apendicitis de la manera A, está bien, pero si lo sigo de la manera B, no está bien e incluso 
cometo delito. 


Por otra parte, nos parece muy preocupante que se establezcan penas y se mantenga la existencia de un delito 
por un procedimiento administrativo. El Derecho Penal trabaja de otra manera, no con procedimientos 
administrativos, que es lo que acabo de explicar. Además, según la lectura de los artículos, parecería que 
queda a cargo de las mujeres gran parte de esa responsabilidad y no el Estado, que es quien debe garantizar el 
acceso a la salud y que todas las mujeres, niñas y adolescentes accedan a lo que la OMS define como el 
máximo bienestar posible. Entre los compromisos que Uruguay debe cumplir me permito destacar el de la 
Convención de derechos del niño y de la niña, que ya ha recomendado que el aborto no sea considerado 
delito, el del Comité de Expertas de CEDAW, que es la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer y, por supuesto, el del Comité de Derechos Humanos; seguramente ustedes 
habrán visto muchos pronunciamientos para otros países en igual situación que la nuestra. La única manera 
de despenalizar la conducta es decir que está despenalizada, lisa y llanamente, sin perjuicio de que se regulen 
las condiciones; Decir que está despenalizada es central para que realmente ya no sea una conducta criminal, 
porque si no se seguirá criminalizando a las mujeres y adolescentes. 


Nuevamente digo que una misma conducta va a tener una respuesta penal diferente si se cumplió con un 
trámite o no. 


Para proteger el derecho a la salud de las mujeres también es necesario garantizar la implementación de los 
servicios. Si bien entendemos que frente al hecho de que una mujer decida interrumpir voluntariamente el 
embarazo se busque rodearla con la presencia de tres profesionales que la asesoren, también nos preocupa y 
consideramos que es un punto delicado, porque estaríamos corriendo el riesgo de que esto pueda convertirse 
en violencia institucional. Créannos que no estamos dramatizando sino que esto es algo que puede ocurrir 
porque los plazos que establece este proyecto son cortos y pueden resultar engorrosos, y ya sabemos que en 
la aplicación de las leyes entra mucho lo humano y la postura de cada uno y cada una. También -en este 
aspecto recurro a pronunciamientos que son unánimes en nuestra América Latina -quiero decir que las 
exigencias desmesuradas para las mujeres que quieren interrumpir voluntariamente el embarazo constituyen 
una forma de denegarles los derechos que les están reconocidos por la Constitución y la ley, y de 
discriminarla, porque solamente las mujeres se embarazan, los varones no. 


Y con esta constatación voy a referirme a otro punto que nos preocupa, que son los casos de violación. El 
proyecto hace referencia a la denuncia y a la intervención del médico forense. En este sentido, quiero decir 
que los médicos forenses no son ginecólogos ni ginecólogas, por lo que nos preguntamos cuál es la evidencia 
o cual es el propósito de la exigencia de que intervenga en el procedimiento un médico forense. Cabe 
destacar que lo único que puede llegar a constatar es si hubo violencia física; además, si eso ocurrió, 
seguramente fue mucho antes de que el médico llegue a la constatación. 


Por otro lado, sabemos que la mayoría de los embarazos adolescentes ocurren en el ámbito intrafamiliar o 
cercano, y allí no se ejerce violencia física, sino control, poder y violencia emocional. Entonces, exigir 
desmesuradamente la intervención del forense es una forma de denegar, a renglón seguido, un derecho que se 
está reconociendo; hay pronunciamientos muy avanzados de la Corte Constitucional de Colombia sobre este 
aspecto. 


Por otra parte, si bien creo que está bien que se realice la denuncia de violación porque entiendo que lo que se 
quiere hacer es poner un límite -lo comprendo perfectamente, ninguna mujer va a denunciar con facilidad que 
ha sido víctima de violación, porque el engranaje judicial, muchas veces, debido a su propia estructura, es 
muy perverso. Por tanto, ninguna mujer, alegremente, va a someterse al engranaje judicial, al sistema judicial 
-aclaro que esto no es una crítica al Poder Judicial, ya que será difícil encontrar el autor y penalizarlo. De 
todos modos, sí van a someterla a interrogatorios, y nosotros sabemos que cuesta mucho hacer entender a los 
operadores y a las operadoras que no debe investigarse la vida de la mujer. 


Esas son nuestras preocupaciones principales. Lo referente a la violación realmente nos preocupa, porque lo 
que puede decir el médico forense es que hay una desfloración antigua o un himen conservado, ¿pero eso en 
qué puede servir al tribunal administrativo que hablará con la mujer? ¿Qué podrá constatar con esa 
información? En realidad, ninguna mujer denuncia una violación si realmente no ha ocurrido. En trece años 
de práctica forense, solo tuve el caso de dos violaciones callejeras, y una no tanto, porque se dio en un barrio 
y con alguien muy conocido; solamente una vez, que fue fácilmente identificable en el discurso, en que la 
señora no estaba relatando un acto no consentido. Por supuesto, la evidencia forense no nos va a hablar de 
penetración sexual violenta, involuntaria o abusiva y, en nuestra opinión, se victimiza la dignidad de las 
mujeres. Es como partir diciendo: "¿Sabe qué? No creemos en su palabra”. Digo esto con mucho respeto, y 
ya que nosotras, como ciudadanas, contribuimos a que ustedes ocuparan el lugar en el que están, me siento 
con la libertad de hablarles casi coloquialmente y de agradecerles eso que considero una fortuna de este país. 


Por último, quiero decir que ninguna mujer ni ninguna adolescente va a interrumpir un embarazo en forma 
ligera, porque es una decisión que cuesta mucho tomar. De todos modos, debe garantizarse que puedan 
hacerlo libremente; ese es el compromiso que debe asumir el Estado uruguayo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA BENÍTEZ.- Nosotras queremos plantear que Cladem a nivel regional saluda positivamente 
los avances que ha tenido Uruguay en materia de salud sexual y reproductiva. Sin embargo, sabemos - 
todos lo sabemos -que la interrupción voluntaria del embarazo, la posibilidad que tiene una mujer de 
decidir sobre su propia vida reproductiva, está pendiente. 


Por supuesto, consideramos que este es un buen momento para avanzar en este sentido, aunque este proyecto 
aún no se acerca a la posibilidad de que la mujer deje de ser tutelada por el Estado, en este caso, por los 
servicios de salud. 


La sociedad, como se ha sabido a través de las últimas encuestas, ha incorporado el tema del aborto en forma 
muy real. En ese sentido, consideramos que el Estado no está dando respuesta a la realidad concreta, 
sabiendo que el aborto no es un hecho excepcional, sino que es algo que ha rodeado la vida de muchas 
personas, y no solo de las mujeres. Por tanto, creemos que los Representantes deben asumir esa realidad y el 
sentir y el pensamiento de aquellos a quienes representan. 


Entonces, creemos que este es un buen momento para realizar modificaciones y pensamos que deben 
garantizar que la interrupción voluntaria del embarazo se practique en forma segura, permitiendo la salud y la 
vida de las mujeres. 


SEÑORA LAURNAGA.- Quisiera saber si la doctora Lima puede dejar la referencia al estatuto 
jurídico de la Corte Constitucional de Colombia. 


(Diálogos) 


SEÑORA LIMA.- Yo hice referencia a la Corte Constitucional de Colombia con respecto al derecho 
que tienen las mujeres de llevar a cabo la interrupción voluntaria del embarazo. Es la sentencia N* 355 
de 2006. 


Si la señora Diputada me permite buscar en mi laptop, puedo darle la sentencia y hacer referencia a los 
párrafos más importantes. Por supuesto, si me lo permiten, más tarde puedo acercar una copia a la Comisión. 


De todos modos, puedo decir que lo que la sentencia recoge es que en Colombia las mujeres tienen derecho a 
la interrupción voluntaria del embarazo en las mismas circunstancias que pretendemos acá. En realidad, la 
Corte hace una definición y una distinción muy importante sobre el derecho a la vida y a cómo debe 
priorizarse el derecho de las mujeres que en algunas circunstancias quieren interrumpir su embarazo y el 
"naciturs", tal como lo denomina la Corte Constitucional de Colombia. En ese país esto está reconocido como 
un derecho, pero no en Uruguay. De manera que, nosotros estamos en condiciones jurídicas más apropiadas 
para no tener que entrar en esa discusión de los derechos de los no nacidos. 


En realidad, Uruguay no tiene por qué entrar en esa discusión, porque ya está superada. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Mientras la doctora Lima hablaba, tomé algunos apuntes, y quiero hacer 
una consulta con respecto a algo de lo que ella manifestó. 


La doctora Lima, refiriéndose a lo que establece el artículo 3” del proyecto de ley presentado por el señor 
Diputado Posada, que dispone el seguimiento de un equipo multidisciplinario, habló de violencia 
institucional y de que se podría estar violando la Constitución. Me gustaría que la doctora precisara en qué 
aspectos de su función ese equipo multidisciplinario estaría violando nuestra Carga Magna. 


SEÑORA LIMA.- Si se facilita que se produzca violencia institucional, obviamente se está 
contraviniendo la Constitución de la República en lo que hace a los principios de igualdad, de no 
discriminación y, especialmente, de que todas las personas tenemos derecho a tomar nuestras 
decisiones de forma autónoma. No digo que en todos los casos de intervención de ese Tribunal que se 
está instituyendo se vaya a producir violencia institucional. Pero nos preocupa que una persona que ha 
decidido interrumpir voluntariamente su embarazo tenga que someterse -uso deliberadamente esa 
palabra y me hago cargo de ello -a un tribunal para explicarle cuestiones privadas, porque va a 
encontrarse con seres humanos con su historia, como todos, que van a preguntar. Cuando uno comenta 
una decisión, siempre hay alguien que le dice que tiene que hacer otra cosa; lo que nos parece 
problemático es que lo esté haciendo el Estado. Ese es el quid de la cuestión: que el Estado diga que 
pretende despenalizar una conducta pero para eso exige e impone un procedimiento administrativo, 
cuando sabemos que estas son decisiones privadísimas y que el proceso va a ser muy duro para cada 


mujer, para cada adolescente, para cada madre o para cada referente que acompaña a un adolescente. 
Me refería a eso cuando mencionaba el derecho a la vida, a la dignidad, al honor. 


SEÑORA BENÍTEZ.- Algo que nos preocupa mucho de este proyecto es que el control de la 
interrupción voluntaria del embarazo y de los plazos que deben transcurrir a partir de que la mujer 
toma la decisión dependan de un servicio de salud. En el proyecto no están establecidos requerimientos 
que tengan que ver con estos plazos, por ejemplo, con el mínimo de cinco días. En ningún lado del 
proyecto aparece que ese plazo no puede entorpecer la interrupción voluntaria por decisión de la 
mujer a las doce semanas. Eso nos preocupa porque sabemos cómo son los trámites burocráticos; 
conocemos los problemas que existen para la ejecución concreta en lo relacionado con la salud sexual y 
reproductiva en los servicios de salud públicos y privados. Entonces, este tema es crucial para nosotros. 
¿Quién garantiza que el plazo que se den las instituciones médicas no sobrepase las doce semanas y no 
se viole la decisión de la mujer de interrumpir su embarazo, si se presentó antes? 


SEÑORA LIMA.- Quiero agregar a lo que decía la licenciada Benítez que recae en el Estado el control 
de un delito, y eso es algo que va a provocar un funcionamiento humanamente complejo. Hoy en día, 
sabemos que los médicos se cuestionan si pueden atender a un adolescente sin que esté presente su 
padre o su madre. Claro que puede hacerlo, y tiene deber de confidencialidad; sin embargo, el 
cuestionamiento se plantea en la práctica. En este caso, no son los jueces ni las juezas los que van a 
tener ese control sino el área de la salud, y eso es delicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos los aportes realizados que, sin duda, serán importantes para el 
trabajo de la Comisión. 


(Se retira de Sala la Coordinadora Nacional de Cladem Uruguay) 
(Ingresa a Sala una delegación del Proyecto Miramar) 


——— Damos la bienvenida a las señoras Valentina Prego e Irene Rugnitz, y al señor Martín Couto, 
representantes de la organización Proyecto Miramar. 


SEÑOR COUTO.- Trajimos una exposición escrita que vamos a leer para aprovechar de mejor forma 
el tiempo. 


Dice: "Quienes concurrimos a esta audiencia somos integrantes del Proyecto Miramar, una organización 
política de militantes frenteamplistas, integrante de las Redes Frenteamplistas. Así, nuestra opinión es la de 
militantes agrupados en torno a un único carácter aglutinador: el de votantes del Frente Amplio. Si bien no es 
lo que nos define, buena parte de las tareas de organización y coordinación internas y externas las 
desarrollamos en las redes sociales, por lo que para la formación de opinión en nuestra organización el estado 
de opinión y de los distintos debates en los medios electrónicos resulta un insumo de suma importancia.- Los 
distintos estudios de opinión pública accesibles a cualquier ciudadano o ciudadana confirman algunas de 
nuestras percepciones, que compartiremos en esta audiencia. La primera de ellas es que la mayoría de la 
población está a favor de despenalizar el aborto antes de las doce semanas de gestación. La consultora Cifra 
difundió una encuesta realizada entre los días 4 y 13 de mayo de este año, en la que el 51% de la población 
está a favor de la despenalización del aborto. Por otro lado, el politólogo Oscar Botinelli, director de la 
consultora Factum, sostiene en artículo publicado en junio de este año en el diario El Observador: 'en líneas 
generales la sociedad se inclina por la despenalización del aborto (en el caso de decisión libre dentro de las 
primeras 12 semanas del embarazo) en una relación de 6 a 4. La postura liberalizadora nunca bajó del 50% y 
su techo ha estado en el 63%. A su vez, la postura prohibicionista nunca llegó al 40% y su piso se ubica en el 
27%'. Una segunda percepción, también apoyada por los estudios de opinión, es que la mayoría favorable a la 
despenalización del aborto, desde por lo menos ocho años a esta parte, se ha mantenido o ha crecido. Por el 
contrario, ningún estudio de opinión pública serio ha argumentado con datos la reversión de esta contundente 
tendencia de opinión pública serio ha argumentado con datos la reversión de esta contundente tendencia de 
opinión.- Pareciera que el consenso público en torno a la temática del aborto remite a la despenalización. El 
programa de gobierno votado por la cantidad de ciudadanos que le da mayoría en ambas Cámaras al Frente 
Amplio establece en su página 75 que, entre los aspectos a desarrollar en nuestro segundo período de 
gobierno, impulsará: 'políticas tendientes a recuperar terreno sobre lo avanzado en materia legal en el campo 


de los Derechos Sexuales y Reproductivos, incluyendo la despenalización del aborto'. Por otro lado, la 
encuestadora Cifra señala que existe un 39% de votantes nacionalistas y un 42% de votantes colorados que 
está de acuerdo con despenalizar el aborto. Cifra no presenta datos para votantes del Partido Independiente, 
pero Botinelli sostiene que los partidarios de la despenalización del aborto son 'la abrumadora mayoría de los 
del Partido Independiente". El anterior repaso sirve para poner de relieve que la posición de la ciudadanía 
coincide, específica y claramente en una medida en torno al aborto: despenalizarlo.- Desde Proyecto Miramar 
defendemos la tesis de que la despenalización implica que el delito deje de existir antes de las 12 semanas de 
gestación. Es decir que, las niñas, adolescentes y mujeres adultas que se practicaren un aborto no sean 
criminalizadas: no pasen por un proceso judicial y mucho menos se las señale como delincuentes a las que se 
les concede la suspensión de la aplicación de una pena. Lo que queremos hacer notar es que la mayoría de la 
población pretende que se despenalice el aborto y resulta harto difícil argumentar que se conformará con 
menos de eso. De hecho, la opinión de la despenalización aquí sostenida, es coincidente tanto con la de la 
Cámara de Senadores, expuesta en el proyecto de ley que cuenta con media sanción de dicho Cuerpo, como 
la propuesta de sustitución de los artículos del Código Penal presente en el proyecto de ley propuesto por el 
Representante Fernando Amado.- En síntesis, y fuera de las discusiones estrictamente jurídicas, entendemos 
que la voluntad de la mayoría de la población tiene como espíritu que se deje de criminalizar a las mujeres 
que se realizaren abortos antes de las 12 semanas de gestación. A su vez, este Parlamento, elegido por 
hombres y mujeres pero compuesto muy mayoritariamente por hombres, debiera ser muy cuidadoso a la hora 
de legislar para preservar el derecho superior de la mujer a decidir sobre su propio cuerpo.- Derivamos así en 
una cuestión que se expresa de manera muy nítida en las redes sociales en las que participamos, 
particularmente en el movimiento denominado Redes Frenteamplistas: un desajuste total de las opiniones 
mayoritarias con la voluntad de algunos legisladores y parcial con las de otros y otras, pero, en definitiva, una 
disconformidad manifiesta con el tratamiento que a este tema le ha dado el Poder Legislativo. Llama la 
atención, particularmente, la preeminencia manifiesta que ha tenido, para la formación de opinión de algunos 
legisladores y legisladoras, sus creencias individuales en el orden de lo moral o religioso, perdiendo de vista 
que las bancas parlamentarias no son un privilegio para hacer pesar intereses personales por sobre los de la 
población, sino para representar a esta.- Nos gustaría realizar una puntualización: la despenalización del 
aborto es entendida por nosotros y nosotras como una cuestión pública, general. Si bien el que una mujer se 
practique un aborto es una cuestión que refiere a esa mujer -y en ese caso son definitorias las creencias 
morales y religiosas, entendemos que la no criminilización de la práctica no puede depender de conciencias 
particulares. De lo contrario, la capacidad de decidir de los ciudadanos y las ciudadanas haciendo uso 
legítimo de sus creencias religiosas y/o morales se verá cercenada por las creencias de algunos legisladores y 
legisladoras.- En síntesis, Proyecto Miramar se presenta ante esta Comisión a manifestar su posición sobre 
los proyectos de ley en discusión, pero sobre todo a señalar una preocupación mayúscula, vivida en las redes 
sociales -como nuevo ámbito de expresión y discusión de opiniones-, así como en todos los ámbitos de 
participación no convencionales en que estamos insertos e insertas; la consagración de un nuevo desajuste 
entre la voluntad de la mayoría de la población y la del Poder Legislativo abonará un proceso de 
descreimiento de la población en torno a la política como única práctica capaz de resolver los problemas 
colectivos. Así como implicará, a su vez, una nueva puesta en cuestión de la democracia en general, y de la 
labor del Poder Legislativo en particular, debilitando la imagen de este Parlamento y de sus actuales 
integrantes.- Sin más que agregar, y esperando haber realizado un aporte desde una perspectiva distinta, 
esperamos que la dilucidación de este tema tenga el mejor resultado para la calidad de vida de la ciudadanía 
en general y de las mujeres en particular, no exponiéndolas a arbitrariedades administrativas o jurídicas que 
pudieran existir con un marco legal que no despenalice de forma inequívoca la práctica del aborto. Proyecto 
Miramar, jueves 23 de agosto de 2012". 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quiero agradecer esta visita y decir que está bueno que recibamos a todos 
aquellos que piden entrevistas. Esta es la segunda agrupación partidaria que nos visita. 


Por otra parte, quiero hacer un comentario desde el punto de vista parlamentario o constitucional. Se señalaba 
que cuando el Parlamento no representa lo que piensa la mayoría de la población, allí se da un dilema y el 
Parlamento está tomando decisiones equivocas con respecto a la mayoría. Simplemente a modo de reflexión 
quiero decir algo que no hace al tema de fondo, pero me parece bien que lo vayamos planteando y los 
partidos políticos lo discutan. 


Nuestra Constitución establece el mecanismo de la iniciativa, que en el país no se ha usado, no está 
reglamentado. El mismo -artículo -de la Constitución de la República que establece el referéndum también 


establece la iniciativa. Cuando -una ley se aprueba, se pueden juntar -ciudadanos, reunir firmas e interponer 
un recurso de referéndum, pero no se ha usado el otro mecanismo, que es el otro camino por el que se puede 
ir. Si la mayoría de la población -tiene una opinión distinta en un tema -en este como en cualquier otro, a la 
de sus representantes, puede activar ese mecanismo. Es verdad que nos está faltando la reglamentación; pero 
hay estudios constitucionales que establecen por analogía los procedimientos. 


Creo que nuestro sistema ha sido sabio en tener ese salvoconducto para que no se genere lo que recién decían 
nuestros invitados: que el Parlamento quede disociado con el pensamiento mayoritario de la sociedad. 


SEÑOR COUTO.- Simplemente quiero mencionar que en el artículo citado de Botinelli, él se pregunta 
por qué y a lo largo del tiempo, desde 1985 a esta parte, la voluntad mayoritaria de los ciudadanos 
nunca coincidió con la voluntad de los legisladores. En este sentido, debemos reflexionar si en realidad 
estos mecanismos no son para cuestiones puntuales y -el desajuste es histórico, que tendría que ver más 
con cuestiones de ejercicio de los mecanismos que establece la Constitución, que es de todos. 


Por otra parte, queremos subrayar que nosotros nunca planteamos que una decisión del Parlamento, que 
cumple con los plazos administrativos y legales, pueda ser ilegítima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece vuestra presencia en la tarde de hoy. 


(Se retiran de Sala representantes del Proyecto Miramar) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Organización Social Pro Derechos) 


——- La Comisión Especial con la Finalidad de Tratar los Proyectos Vinculados a la Interrupción del 
Embarazo tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Organización Social Pro Derechos, integrada 
por las señoras Sofía Machado y Olga Fernández. 


SEÑORA MACHADO.- El colectivo social Pro Derechos se ha enfocado a trabajar la temática de los 
derechos humanos de todos y de todas. 


Valoramos positivamente que desde el Parlamento se continúen los esfuerzos por lograr una legislación que 
ponga en igualdad de condiciones a todas las mujeres uruguayas. 


Nos parece importante aclarar que no somos defensores ni promotores del aborto, pero para nuestro colectivo 
todas las mujeres tienen derecho a decidir sobre su proyecto de vida, sin estar con esto cometiendo un delito. 
Por esto pretendemos que se legisle a favor de una política que asuma la situación de las mujeres con 
embarazos no deseados como una situación de salud y de derechos, en el sentido de que todas las mujeres 
tenemos derecho a transitar por un mismo circuito en igualdad de condiciones sanitarias. Desde el Estado se 
debe garantizar esto. 


Asimismo, queremos incentivar este tipo de instancias de debate y de intercambio. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- En nombre del colectivo quiero señalar que el año pasado, cuando la 
Cámara Alta aprobó el proyecto de ley relativo a la interrupción voluntaria del embarazo, nos 
alegramos mucho. La mayoría de las mujeres uruguayas se animaron con esa resolución, en un tema 
que está desde hace tanto tiempo a consideración de nuestro Parlamento. 


Además, las encuestas muestran que, si no se ha mantenido, ha aumentado la cantidad de adhesiones, de 
apoyos a la interrupción voluntaria del embarazo 


Esa valoración positiva nos deja algunas preocupaciones respecto al nuevo proyecto de ley que se está 
considerando en la Cámara de Diputados, que no despenaliza el aborto; solo exime de pena a las mujeres que 
se realicen un aborto en algunas condiciones y circunstancias. Nos parece que eso no elimina la situación de 
delito. Se sigue considerando a la interrupción voluntaria del embarazo como un crimen. 


Asimismo, se plantea una contradicción con el proceso de elaboración que han hecho algunos integrantes del 
Parlamento. En el proyecto inicial del señor Diputado Posada se planteaba de forma más clara la 
despenalización. En este proyecto de ley no se hace. 


Por otra parte, nos interesa que en el proyecto de ley se incluyan, dentro de los derechos de las mujeres, 
también los derechos de las adolescentes, como ha hecho el Parlamento uruguayo en otras circunstancias. 


El Sistema Nacional Integrado de Salud debe ser responsable de que las mujeres que quieran interrumpir 
voluntariamente su embarazo, puedan hacerlo. 


Es muy positivo que nos permitan dar nuestra opinión. Estaremos expectantes. Esperamos que la opinión de 
la mayoría de los uruguayos a favor de la interrupción voluntaria del embarazo -que va en aumento -sea 
representada por el Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos que hayan expresado sus ideas sobre estos proyectos de ley 
que nos ocupan. 


(Se retira de Sala la delegación de la Organización Social Pro Derechos) 
(Ingresa a Sala una delegación de Mizangas, Mujeres Jóvenes Afrodescendientes) 


——- La Comisión Especial con la Finalidad de Tratar los Proyectos Vinculados a la Interrupción del 
Embarazo tiene mucho gusto en recibir a una delegación de Mizangas, Mujeres Jóvenes Afrodescendientes, 
integrada por las señoras Tania Ramírez y Elizabeth Suárez. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Queremos agradecer el recibimiento y la pronta respuesta a nuestra solicitud 
de reunión con la Comisión que tiene a estudio el proyecto de ley relativo a la interrupción voluntaria 
del embarazo. 


Somos un colectivo de mujeres jóvenes afrodescendientes. Además, somos coordinadoras para el Cono Sur 
de la Red de Mujeres Afrolatinas, Afrocaribeñas y de la Diáspora. Acabamos de tener nuestra asamblea y 
luego contaremos algunos resultados. 


Como expresamos en la carta, estamos a favor de la despenalización del aborto, de la salud sexual y 
reproductiva desde una perspectiva étnico racial, siendo uno de nuestros ejes fuertes dentro de la 
organización. 


Entendemos que este último proyecto de ley del señor Diputado Posada y del Frente Amplio tiene algunos 
elementos que no garantizan lo que a nuestro juicio es interrupción voluntaria del embarazo. En ese sentido, 
brindaremos algunos argumentos centrados en tres puntos; en primer lugar, contextualizando la situación de 
la población afrodescendiente, en segundo término, mencionaremos derechos bien básicos -porque sabemos 
que el tiempo es breve -y, por último, argumentos que tienen que ver con el proyecto específicamente. 


SEÑORA SUÁREZ.- Concretamente voy a abordar algunos datos específicos de la comunidad 
afrodescendiente y, en particular, de las mujeres. 


El racismo y la discriminación racial han mutado a lo largo de la historia y se representan y cristalizan de 
acuerdo a los contextos históricos culturales en los cuales operan. La abolición de la esclavitud en Uruguay 
no significó un cambio estructural porque no se tomaron las medidas compensatorias y reparatorias 
necesarias para transformar la realidad socio cultural de las personas afro, evidenciándose en la distribución 
social del trabajo para los afrodescendientes, que sigue siendo la misma que en la época de la colonia, lo que 
de alguna forma garantizó la perpetuación del modelo hegemónico. 


En la actualidad, esta realidad se traduce en mecanismos racistas que generan desigualdad entre otros, y se 
manifiestan en la -sobrerrepresentación de los y las afrodescendientes en los niveles de pobreza y pobreza 
extrema en el país. 


Según datos obtenidos del INE en la encuesta continua de hogares de 2008, los afrodescendientes en 
Uruguay componen el 10,6% de la población del país, de los cuales el 45,3% se encuentran en situación de 
pobreza. 


Otros datos estadísticos e investigaciones específicas evidencian la situación de desigualdad y vulnerabilidad 
social en la que se encuentra la población afrodescendiente en Uruguay. La primera caracterización que se 
advierte es que la población afro uruguaya es esencialmente joven, con un promedio de edad de veintinueve 
años, marcando una fuerte diferencia con la población uruguaya en general, constituida en mayor proporción 
por personas adultas y adultas mayores. 


Por su parte, el perfil demográfico de los afrodescendientes en Uruguay no difiere del que existe en muchos 
países de la región: fecundidad alta y sostenida con mayor paridez; en promedio, las mujeres 
afrodescendientes tienen un hijo más que las que no lo son y además, menor esperanza de vida al nacer. 


Los hogares afro mayoritariamente están conformados por familias extendidas y si no, por núcleos 
monoparentales, es decir, en su gran mayoría con jefaturas femeninas. 


Existe una fuerte desvinculación al sistema de educación formal y por consiguiente, abandono temprano de 
los centros educativos. El 41% de jóvenes afrodescendientes entre dieciocho y veinticuatro años de edad no 
asiste a los centros de enseñanza, respecto del 25% de jóvenes no afro. El 47% de los y las afrodescendientes 
de veinte años tiene cursado Primaria como máximo nivel educativo alcanzado, comparativamente con el 
resto de la población que representa el 38%. De los jóvenes mayores de diecinueve años, solo el 7% accede 
al nivel terciario y/o universitario, contrarrestando al 17% entre otros jóvenes no afro. 


En lo que respecta al mercado de trabajo, existe un alto índice de desempleo y paradójicamente ingresan más 
temprano a la actividad laboral retirándose tardíamente, teniendo una mayor acumulación de empleo y/o 
multi empleo, consecuencia de los bajos niveles educativos. Las mujeres afrodescendientes presentan una 
tasa de desempleo del 14,3% -9 puntos más que la de los varones afro, agudizándose en las jóvenes de entre 
catorce y veinticuatro años; una de cada tres se encuentra desempleada, es decir, el 25%, en comparación con 
el 18,3% en mujeres no afro y 11,5% en varones afro contra el 12% en varones no afro. 


Asimismo, la población afro está sobrerrepresentada en las tareas poco calificadas y de menores ingresos, 
mayoritariamente desempeñándose en el sector de servicios -el 72% de las mujeres afrodescendientes tiene 
empleos poco calificados siendo en su gran mayoría empleadas domésticas -y subrepresentadas en empleos 
de alta calificación. 


Además, esta población cuenta con menores índices de cobertura médica mutual, el 36% en el caso de los 
afro y 54% en el de no afro y más de la mitad que efectivamente la tienen, acceden a Salud Pública. 


Estas características se traducen en los altos niveles de pobreza que ascienden al 39,6%, duplicando el de la 
población no afro y triplicando la situación de indigencia respecto al resto de la población nacional, 
agravándose en el caso de niñas, niños y adolescentes, permaneciendo el 55% por debajo de la línea de 
pobreza. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Estos datos son oficiales. Desde Mizangas hemos hecho algunas investigaciones, 
fundamentalmente con mujeres jóvenes afrodescendientes que demuestran un alto índice de 
embarazos, pero además, un alto índice de interrupción de embarazos en el circuito clandestino. Nos 
atreveríamos a decir que cuatro de cada cinco mujeres jóvenes afrodescendientes interrumpieron un 
embarazo a lo largo de su vida reproductiva. Esto para nosotras es un dato no menor, que manejamos 
de acuerdo a una investigación que todavía no ha sido publicada, que además surge de una pregunta 
confidencial, por lo que no está dentro de la investigación propiamente dicha. 


Para nosotras es importante que se pueda hacer una desagregación de las mujeres que acceden al servicio de 
salud sexual y reproductiva para saber cuántas de esas mujeres que consultan por una interrupción voluntaria 
del embarazo son afrodescendientes y cuál es la situación en la que se encuentran. 


Además, estamos convencidas -porque conocemos la realidad del colectivo afrodescendiente y como bien lo 
destacaba la señora Suárez, duplicamos los índices de pobreza y triplicamos los de marginalidad -de que el 


factor fundamental por el cual las mujeres afro abortan es el económico, por no poder continuar un embarazo 
y hacerse cargo de esos futuros hijos. 


Para nosotras es importante la despenalización del aborto en el sentido de que los derechos sexuales y 
reproductivos son fundamentales, tienen las mismas características que los derechos humanos de ser 
universales, integrales, indivisibles, interdependientes; engloba la construcción y reconstrucción de la forma 
en que se forjó la sociedad, como decía la señora Suárez al principio, el impacto que provoca en las mujeres 
afro la discriminación que sufren. 


Los derechos sexuales y reproductivos, que también engloban la posibilidad de elegir cómo, cuándo y 
cuántos hijos tener, además de con quién, están amparados por las convenciones y los convenios 
internacionales que el país ha firmado, a los que ha adherido o ratificado como, por ejemplo, el Cedaw y la 
Convención sobre los Derechos del Niño. Teniendo en cuenta que el Estado reconoce las leyes 
internacionales y que, una vez que las ratifica, pasan a ser leyes nacionales, entendemos que tiene la 
obligación de aplicarlas. 


A nuestro entender, este nuevo proyecto de ley no despenaliza el aborto como debería, ya que no modifica el 
tipo penal, sino que se limita a suspender la aplicación y la atribución de la pena en determinadas 
circunstancias Además, establece algunos plazos y, sobre todo, procedimientos administrativos que son 
engorrosos y que, de alguna forma, remarcan el castigo o la pena. Ese es el factor principal que vemos, 
además de otros más específicos. 


Pensamos que este proyecto arrasa con los principios básicos de la autonomía y la indemnidad del cuerpo 
humano, sobre todo en lo que hace al derecho de las mujeres a decidir sobre su cuerpo y su maternidad. 


La salud es un derecho humano y creemos que en este proyecto no se contempla como tal al penalizar 
algunas circunstancias. Pensamos que es un retroceso con respecto a la ley existente, que permite el aborto en 
determinadas circunstancias, tales como malformación del feto, riesgo de vida, situación económica -factor 
que no está contemplado en este proyecto -y violación. 


Entendemos que el procedimiento al cual se someten las mujeres en el momento de decidir la interrupción de 
un embarazo es bastante engorroso; muchas de nosotras sabemos que no es una decisión fácil. Asimismo, el 
establecimiento de un plazo mínimo de cinco días limita la autonomía de la toma de decisión de la mujer y no 
reconoce su inteligencia para decidir acerca de la interrupción del embarazo. Para nosotras supone una 
humillación pasar por este engorroso trámite, que implica presentarse ante un equipo interdisciplinario para 
que haga una evaluación y, cinco días después, volver a ratificar la decisión. Eso lo convierte en un 
obstáculo. 


Por otro lado, el lenguaje que se utiliza no refiere a la conceptualización de lo que pretende el proyecto. En 
algunos casos se hace referencia al progenitor como padre, y creo que eso es un poco tendencioso. 


Para nosotras es importante que, efectivamente, se despenalice el aborto. Es una práctica segura cuando se 
hace en condiciones sanitarias adecuadas. Es importante que el Estado se haga cargo y que los centros de 
salud se responsabilicen de eso. Además, es importante que quede registrado en la historia clínica de las 
mujeres, sobre todo para una proyección de planificación familiar futura. 


Debemos resaltar que el 25 de julio es el día de las mujeres afrolatinas, afrocaribeñas y de la diáspora. Los 
días 25, 26 y 27 de julio tuvimos la Asamblea Regional de la Red de Mujeres Afrolatinas, Afrocaribeñas y de 
la Diáspora, a la que concurrieron compañeras de organizaciones feministas afrodescendientes, 
organizaciones mixtas afrodescendientes y compañeras independientes afrodescendientes de toda la región 
del Cono Sur: Argentina, Paraguay, Chile, Brasil y de todo nuestro país. Uno de los ejes principales fueron 
los derechos sexuales y reproductivos desde la perspectiva y la realidad de las mujeres afrodescendientes. En 
la declaración instamos a los Estados a efectivizar las obligaciones internacionales que han asumido que, de 
alguna forma, son nuestro "amparo" -entre comillas, por el significado jurídico de esta palabra. Es importante 
resaltarlo porque representa una necesidad y una demanda que hacemos, no solo a nivel nacional, sino 
regional. 


Participamos de la Asamblea aproximadamente ochenta mujeres de toda la región, y acordamos que es 
importante que se despenalice el aborto, que se garanticen los derechos reproductivos y los derechos sexuales 


de la mujer, y que pueda haber una mirada desde la perspectiva étnico racial. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el aporte que nos han brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de Mizangas, Mujeres Jóvenes Afrodescendientes) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Amarilla) 


(Ingresa a Sala una delegación del Consejo de Representatividad Evangélica del Uruguay, CREU) 


SEÑOR PRESIDENTE (Amarilla).- La Comisión tiene el agrado de recibir al pastor Jorge Taberna, 
Presidente del Consejo de Representatividad Evangélica del Uruguay; al pastor y psicólogo Darío 
Cervetti, y al doctor Daniel Aprikian, quienes concurren en representación del Consejo de 
Representatividad Evangélica del Uruguay, CREU. 


SEÑOR TABERNA.- Les agradecemos por recibirnos. 


CREU es una institución que reúne y afilia a sesenta instituciones del ámbito evangélico educativas, de 
comunicación, de acción social y asociaciones de iglesias. Tiene aproximadamente 1.350 congregaciones 
diseminadas en todo el país, que afilian a sus criterios. 


El doctor Aprikian hablará desde la perspectiva médica y como ginecólogo, y el pastor y psicólogo Darío 
Cervetti dará un enfoque pastoral y con una perspectiva emocional. 


SEÑOR APRIKIAN.- Agradezco la posibilidad que nos dan de expresarnos. Trataremos de plasmar en 
poco tiempo nuestros puntos de vista con referencia a este proyecto de ley. 


Dado que hay versión taquigráfica, quisiera dejar sentado que representamos a una comunidad que adhiere al 
concepto de que la vida se inicia con la concepción. Nuestra contribución social busca unir todos los 
esfuerzos para preservar tanto la vida del embrión, a partir de la concepción, como la vida materna. Todas 
nuestras acciones tienden a proteger ambos bienes. En esos parámetros queremos enmarcar nuestra 
participación 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Souza) 


———- Hay que tener en cuenta que el tema que trata el proyecto de ley está relacionado con las convicciones. 
En nuestro caso, más allá de nuestra formación médica, está relacionado con nuestra concepción o 
cosmovisión acerca de la vida y los aspectos vinculados con la fe. Por lo tanto, no se trata de cuestiones 
imponibles; entendemos que la sociedad pueda tener otra forma de encarar este mismo tema. Teniendo en 
cuenta ese marco, queremos decir que en este proyecto de ley, a diferencia de los anteriores, encontramos 
avances que nuestra comunidad entiende que son favorables. 


En el primer artículo el Estado se compromete con la procreación y con la maternidad. No es un hecho 
menor. Eso le da un marco al ordenamiento y legisla al respecto. No genera un nuevo derecho sino que, de 
alguna forma, regula algo que entendemos que pasa en nuestra sociedad. 


Asimismo, vemos que en este articulado se genera un espacio de reflexión, lo que evita que la mujer tenga 
que decidir en estado de shock. Creemos que el hecho de que exista un equipo multidisciplinario, tiempo para 
tomar la decisión y demás, favorece el abordaje de la situación, tanto para la mujer como para la sociedad en 
general. 


Por otro lado, el proyecto no genera un escenario de legalidad, sino de despenalización, y ese tampoco es un 
hecho menor, porque en este articulado no estamos legislando ética, sino tratando de ordenar un aspecto. 


Queremos ser parte de la solución y no generar una oposición cerrada respecto a planteos que puedan 
mantener otras personas, con otras visiones. 


A nosotros nos gustaría legislar para que todos los aspectos que llevan a la interrupción voluntaria del 
embarazo no existieran. Hecha esa aclaración, solicitamos que consideren el siguiente planteamiento. 


En el artículo 2” se establece que la interrupción del embarazo puede llevarse a cabo hasta las doce semanas. 
Los conceptos de concepción no son cuestiones religiosas. La concepción como inicio de la vida humana se 
debate en el ambiente científico, no en el religioso. La Biblia no habla de concepción, sino de vida. Nosotros 
entendemos que toda discusión sobre la concepción se da en el marco científico. Entonces, dado que 
científicamente existe fundamentación bastante fuerte en cuanto a que la vida humana empieza en la 
concepción, sugeriríamos que en la redacción se incluyera que la interrupción del embarazo se admite desde 
la concepción hasta las doce semanas. De alguna forma se marca esto como un punto que da inicio a la vida 
y, eventualmente, alguien puede decidir que, en determinado escenario, el embarazo se puede interrumpir 
hasta transcurridas las doce semanas. 


Desde el punto de vista jurídico y político podemos mencionar que cuando el Pacto de San José de Costa 
Rica refiere a la protección de la vida menciona la palabra "respeto". Quienes creemos en la concepción o la 
defendemos como tal entendemos que dice que la vida debe ser defendida desde la concepción, o sea que ya 
existe un articulado en ese sentido que nuestro derecho positivo asume. Sin embargo, quienes piensan que se 
puede llegar a interrumpir el embarazo argumentan que el Pacto también utiliza la expresión "en general". 
Entonces, no vemos que haya simetría entre el planteo y la posibilidad de considerar este aspecto en esta 
redacción. 


En cuanto a la no concurrencia a la instancia prevista con el equipo interdisciplinario, a nuestro criterio, ello 
debería tener algún elemento de incentivo negativo. Digo esto porque se prevé la concurrencia de la mujer a 
la consulta con el equipo interdisciplinario, pero no queda del todo claro la obligación de la concurrencia y de 
la notificación. La contención que este equipo interdisciplinario genera es importante y en la historia clínica 
debe constar todo lo que este equipo actúe. Además, desde el punto de vista epidemiológico -esto es más una 
cuestión de salud pública, es importante que manejemos datos reales, porque, de hecho, hoy cada uno de 
nosotros maneja sus datos. 


Insisto: a nuestro juicio, la concurrencia y la notificación debería ser obligatoria. 


En el artículo 4” se contempla la posibilidad de la participación del padre, si la mujer lo autoriza. Sin entrar 
en ese aspecto de la autorización del género femenino, la comunidad cristiana defiende el núcleo familiar. 
Desde el punto de vista de lo que significa el producto de gestación, existe un asiento en la mujer, con todas 
las connotaciones que ello tiene, pero también la participación del hombre. Creemos que, sin lesionar ningún 
derecho inherente al género femenino, en el que caso de que pudiéramos probar paternidad responsable y ello 
pudiera ser refrendado, debería protegerse más el derecho a la vida del que está por nacer que el derecho a la 
interrupción del embarazo. Creo que eso nos permitiría dar un paso más en lo que tiene que ver con la 
responsabilidad del hombre en su conducta hacia la mujer. En el tiempo que vivimos, de violencia doméstica 
y demás, no nos parece interesante dejar fuera la responsabilidad del hombre. Más allá de que estemos de 
acuerdo en todos los conceptos, debemos apostar a que el hombre participe de forma responsable en su 
relación con el género femenino. En ese caso, estaríamos construyendo a favor de la familia y también de los 
derechos de la mujer. 


En el artículo 6” se hace referencia a la violación, pero no queda claro cuál es el límite; además, se desarticula 
lo establecido en los artículos 1” y 2*, por lo cual parecería que la interrupción del embarazo podría hacerse 
en cualquier momento. Es difícil hablar de esto, pero tenemos que hacerlo, y ustedes valientemente lo 
incluyen. Entendemos que lo que se establece es peligroso, porque existen razones para fijar el límite de las 
doce semanas. No vamos a discutir por qué este plazo y no otra cantidad de semanas; ya dijimos claramente 
que entendemos que la protección debe ser a partir de la concepción. Hoy existen métodos anticonceptivos de 
emergencia, como la pastilla del día después. Tenemos que enseñar a nuestras mujeres que, en caso de 
violación, deben utilizarla; nuestros jueces tienen que saberlo; la policía tiene que saberlo. Inclusive, este 
método no tiene elementos abortivos demostrables, aunque hay gente que sostiene que sí, dado que no 
permite la anidación. De todos modos, entendemos que es una herramienta que se puede utilizar en estos 
casos. 


Por otra parte, la violación debe ser denunciada lo antes posible, no meses después. Debemos tener en cuenta, 
además, que los procedimientos para interrumpir el embarazo son más seguros antes de las doce semanas; de 
hecho, entre otras razones, por eso se plantea ese límite. Si se llegara al caso de interrumpir un embarazo con 


un niño viable, ello generaría un problema mayor que el de encarar la violación, porque se permitiría -sin ser 
nosotros jueces de nadie -que una persona en esa situación decidiera la interrupción de su embarazo. 
Inclusive en ese escenario no es falta de sensibilidad establecer la forma y los límites que corresponden. 


Agradecemos la oportunidad que nos han dado de hacer nuestro aporte; en caso de que se apruebe alguno de 
estos proyectos, estas son nuestras apreciaciones. En cuanto al concepto macro del tema, reiteramos nuestra 
idea de la defensa de la vida desde el momento de su concepción. 


SEÑOR CERVETTI.- Soy pastor de una comunidad evangélica y psicólogo. 


Nuestra propuesta es sí a la vida, pero desde el punto de vista de la comunidad. No solo nos llegan propuestas 
de la comunidad buscando respuestas por la interrupción del embarazo, sino que hay otras problemáticas que 
son negativas con respecto a la vida. En eso estamos trabajando desde hace años. Nuestras comunidades 
coordinan a todos los pastores y a la gente que trabaja en estas áreas. 


Específicamente con relación a este sí a la vida, nosotros vemos que la persona que viene hasta nosotros por 
la interrupción voluntaria del embarazo llega con serios problemas emocionales. Algo que aparece 
inmediatamente en la conversación es el remordimiento; realmente es un sentimiento predominante en este 
tipo de personas. 


En general, en estas instancias -porque no se trata de una única conversación o entrevista, sino que son 
varias, consecuentes -advertimos que la salud física y psicológica de estas personas está afectada. Si bien en 
un primer momento se manifiesta el sentimiento de la liberación del embarazo, luego surgen -a veces 
inmediatamente; otras, más tarde, porque los casos son distintos -la ansiedad y la depresión, que son síntomas 
muy característicos en estos casos. 


Después de que se interrumpió el embarazo -hay gente que viene a consultar después de que lo hizo, surge el 
síndrome posaborto; se constatan graves tensiones y hasta neurosis postraumática. Advertimos que esto 
genera un gran costo; hay que dedicar tiempo a la atención y rehabilitación de estas personas. 


Creo que hay situaciones que podemos puntuar del lado del sí a la vida. Entre los sentimientos que se ponen 
en juego en esta interrupción aparece claramente el duelo, el dolor por lo perdido, que consciente o 
inconscientemente está presente. También surgen la culpabilidad -dado que la concepción no es solamente 
física, sino también psíquica -y el temor, el manejo de la propia agresividad. Nosotros no le decimos a la 
gente que llega a la interrupción del embarazo cómo debe manejar esa agresividad que siente, que es 
tremenda. 


Podemos entender que hay un duelo difícil de elaborar en esa persona que nos consulta, porque llega a ser 
patológico, y se manifiesta en cansancio, apatía, irritabilidad y dolores en distintas partes del cuerpo, en 
somatizaciones. 


Quiero puntualizar algunas características de las personas que piensan realizarse un aborto. No tengo una 
gráfica, pero de las entrevistas surge que en muchos casos hay una carencia importante de afecto. Además, en 
general, tienen una historia personal o familiar de maltrato y baja autoestima. Esas son tres características que 
es común que aparezcan en estos casos. 


Nosotros ponemos énfasis en la mujer, pero también tenemos en cuenta al hombre, al padre. Cuando el padre 
es consciente de que ha abortado a su hijo, aparecen claras reacciones negativas, sentimientos que se 
desencuentran y un estrés de insatisfacción. Y es preocupante que cuando el padre es consciente de que el 
embarazo de su hijo ha sido interrumpido, el entorno se vea afectado. Su carácter, su temperamento, su 
reacción y su sentimiento afectan el entorno. 


Desde nuestra perspectiva, desde nuestro trabajo, le decimos un sí a la vida, pensando que hay una capacidad 
de resiliencia en cada uno de nosotros para elaborar las cosas, pero que deberían ir por otros caminos que se 
deben instrumentar, tal como se decía. 


SEÑOR TABERNA.- Aspiraríamos a ser propositivos para descubrir de qué manera algunas 
soluciones podrían traernos algunos intereses como estos que mencionaba. Hay un cobro de intereses 


porque, de alguna manera, la persona humana queda con algunas huellas que después vuelca en su 
continente de vida 


Entonces, el gran desafío sería descubrir de qué manera, desde políticas sociales, de asistencia y de 
prevención, podríamos trabajar juntos con la comunidad voluntaria del país -que es una red increíble de 
apoyo, y existe -para que fueran -menos los casos que llegaran a estas condiciones. 


Por último, queremos adherir, de forma institucional, a una realidad que afecta a uno de nuestros socios - 
sabemos que también hay otras realidades- que tiene que ver con el sentido o el carácter de conciencia o 
ideario que las instituciones de salud tienen desde su concepción. Nos preocupa que una institución de salud 
nuestra, por cuestión de ideario de conciencia no realice los actos o maniobras que habilitaría este proyecto y 
que se tenga que pagar para que otro lo haga. Nos parece que no sería ético que pague o que se dé respuesta 
al sentido del Sistema Nacional de Salud, pero que se choque con ese otro criterio. Entonces, quisiéramos 
adherir a ese otro criterio de salvaguardar para estas instituciones el criterio de ideario y de conciencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido un gusto recibirlos y contar con sus aportes, los que, sin duda, 
servirán de elemento de análisis y reflexión para la discusión de estos proyectos que nos convocan. 


Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes del Consejo de Representatividad Evangélica del Uruguay) 


SEÑOR POSADA.- Nos había quedado por definir si el miércoles de la primera semana de setiembre 
también íbamos a sesionar, teniendo en cuenta que la próxima semana no lo haremos. Si sesionáramos 
martes, miércoles y jueves podríamos terminar de recibir a las delegaciones que lo solicitaron así como 
a aquellas que, por decisión de esta Comisión, fueron convocadas para analizar los proyectos a estudio. 


Por tanto, mociono para que la primera semana de setiembre incorporemos el miércoles como día de sesión. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Estoy de acuerdo con el planteo porque el trabajo que todavía tiene por 
delante la Comisión es mucho. Dejo establecido que voy a tener alguna complicación con la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, pero imagino a otros compañeros les 
sucederá lo mismo con sus otras Comisiones. Trataremos de estar en todos lados, lo cual es bastante 
difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción presentada por el 
Diputado Posada. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Entonces, la primera semana de setiembre sesionaremos el martes 4, el miércoles 5 y jueves 6 de setiembre a 
la hora 9. 


(Ingresan a Sala las representantes de la Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay) 
——— Damos la bienvenida a una delegación de la Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay, 


CEMUR, integrada por la licenciada en psicología Dina Boyadji, la educadora sexual y psicóloga social 
Viviana de Luca y la escribana María Gianella Aloise, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA ALOISE.- Agradecemos esta oportunidad para compartir estos minutos con la Comisión. 


La Comisión Evangélica Multidisciplinaria del Uruguay, CEMUR, es una organización cristiana que trabaja 
para transformar la realidad del aborto provocado en el país, realizando fundamentalmente actividades para 


brindar información sobre prevención, cuidado y restauración. 


El aborto está muy lejos de ser una solución para las mujeres que cursan un embarazo que no ha sido 
planificado. Estamos de acuerdo con que el aborto es un problema de salud pública que hay que abordar, 
buscando soluciones efectivas y sostenibles desde las políticas públicas. 


CEMUR se opone a la interrupción voluntaria o excepcional del embarazo. El aborto tiene consecuencias que 
afectan a las mujeres que se los practican en distintas dimensiones, entre ellas, la emocional. 


SEÑORA BOYADJL.- Desde la consulta, he comprobado que lo emocional incide enormemente en la 
decisión de la mujer que opta por abortar. Entre esas consecuencias emocionales, conocidas como el 
"síndrome postaborto" está, por un lado, la depresión, que es esa tristeza tan profunda que invade a la 
persona y parece que esta no tuviera forma de salir de eso. Es una tristeza muy fuerte. Y, por otro, 
aparece la ansiedad que hace que la persona no sepa para dónde ir, por qué optar en ese momento. 


Entonces, cuando se hunde en la depresión y en la ansiedad, da como resultado un intento de 
autoeliminación, lo que es bastante grave. Esto se ha dado y lo hemos visto en la consulta. 


Además, aparece un fuerte sentimiento de culpa, especialmente cuando se acerca la fecha del aborto o del 
posible nacimiento de ese bebé. 


También hay una incapacidad de perdonarse. La persona siente que tal vez otras personas sí la perdonaron, 
pero a ella, a sí misma, le cuesta muchísimo. Y si anteriormente había dificultades psiquiátricas, como por 
ejemplo una depresión, esta empeora. Puede aparecer el abuso del acohol y las drogas. Puede aparecer la 
promiscuidad, trastornos en la alimentación: un aumento desmesurado de peso o que se niegue a comer. El 
insomnio también es algo que aparece, combinado con pesadillas acerca de la muerte de ese bebé. Por lo 
general, hay una separación de la pareja o un divorcio y, además, aparece la pérdida de interés en el sexo y en 
la sexualidad. Si había hijos anteriores, se tiende a sobreprotegerlos y si después vienen otros niños, se tiende 
a maltratarlos. Aparecen fobias, que son esos miedos irracionales a cosas que aparentemente no pueden dañar 
tanto a la persona; aparece un odio a todo lo relacionado con el aborto y también problemas laborales y 
dificultades vinculares en general. 


Es importante saber que estas consecuencias no se van a dar todas juntas, pero sí aparecerá alguna de ellas o 
varias. Además, pueden darse inmediatamente luego del aborto -hay personas que me han dicho: "Al otro día 
me empezó a pasar esto, esto y esto", o a veces pueden pasar años hasta que la persona identifique que eso es 
un problema. Esto se da tanto en las mujeres como en los hombres que han tomado la decisión o han 
presionado a sus parejas para que aborten y también en el personal que lo practica. 


Es fundamental tratar el tema para elaborar el duelo, y cuanto más tiempo transcurra sin ser tratado, más 
fuertes van a ser las consecuencias. 


Hay factores de riesgo para que el síndrome pos aborto se agudice. Estos factores son, por ejemplo, que la 
mujer tenga que tomar la decisión sola porque el hombre no se hace cargo. En el caso de las adolescentes un 
factor de riesgo es la presión de los padres. También debemos tener en cuenta la presión de la pareja, la 
presión del medio social, la duda que se presenta en la mujer en cuanto a si hace bien o no en abortar y, 
además, la inmadurez emocional y el miedo ante la situación de encontrarse con un embarazo que no es 
planificado y considerar al aborto como algo mágico que resuelve el problema en el momento. Otro factor de 
riesgo es que antes existieran antecedentes psiquiátricos en la mujer. 


Por lo general, la mujer se encuentra en un estado de tal vulnerabilidad que al tomar la decisión se van 
deteriorando los vínculos con otras personas, especialmente con quienes la han presionado. Generalmente, 
nadie advierte las consecuencias emocionales; a veces ni siquiera la mujer se da cuenta, pero esto va a 
aflorar, si asiste a una consulta de orientación. Para las mujeres el problema del aborto y todas sus 
consecuencias, no termina cuando este se realiza sino que continúa. 


Nos preocupa que los proyectos que analiza esta Comisión especial no den respuesta a la problemática 
general; no transforman la situación de vulnerabilidad en que viven las mujeres porque no atiende el 
problema como un largo proceso que se inicia antes del embarazo no planificado, se acrecienta con la 


práctica del aborto y se arrastra como una carga durante toda la vida si no se busca orientación y apoyo. No 
desconocemos que toda la situación previa al aborto es dura pero resaltamos, desde la experiencia en la 
clínica, que el período pos aborto acarrea más sufrimiento. 


Además, por el compromiso que CEMUR tiene con la sociedad, observamos y manifestamos nuestra 
preocupación en cuanto a que el circuito clandestino no se va a agotar. Sabemos que en países donde el 
aborto es legal, como por ejemplo Italia, la condena social es muy fuerte. El riesgo que notamos es que la 
mujer no quiera que el aborto que se practicó conste en su historia clínica, lo que será una forma de 
impulsarla a la clandestinidad y a la soledad. Además, debemos considerar el gasto en salud que implica el 
servicio de la práctica del aborto, al que todos deberemos contribuir, a lo que habrá que sumar los costos de 
la atención en el pos aborto. 


SEÑORA DE LUCA.- Seguimos considerando que es crucial apuntar a la prevención desde valores 
tales como la responsabilidad, el amor, el compromiso, el respeto de sí mismo y del otro y la solidaridad 
hacia los padres en primer lugar, para luego continuar con los hijos y así tener una sociedad que no 
atente contra sí misma sino que se desarrolle y crezca con responsabilidad y amor. La prevención es 
fundamental y el primer paso es hablar del aborto provocado y sus consecuencias en todos los ámbitos 
en los que tenemos presencia. 


Para aquellas mujeres que han vivido la experiencia del aborto, los caminos de restauración existen tanto para 
sanar las emociones como el espíritu. Un proceso terapéutico y tener fe en Dios es una sabia decisión. 


Como organización cristiana comprometida con su comunidad, CEMUR trabaja para ser parte de la ayuda, 
apostando a transformar la realidad del aborto provocado en el Uruguay y sus consecuencias en las mujeres y 
su entorno familiar. 


Entregaremos a la Comisión material acerca del tema y de nuestra organización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos el material y la exposición realizada, que será valorada por 
los legisladores al considerar el tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Evangélica Multidisciplinaria el Uruguay) 
(Ingresa a Sala el doctor Carlos Leoni) 


——— La Comisión da la bienvenida al doctor Carlos Leoni. 


SEÑOR LEONL.- Quiero agradecer la amabilidad que tuvieron al recibirme. Sé el difícil trabajo que 
tiene una Comisión con esta responsabilidad. Lo único que debo decir con pena es que no me dejaron 
presentar el testimonio más grande que tengo, que debo mostrar. Por lo tanto, traje algunos CD para 
que la Comisión los pueda ver, y dejo hecha la petición de que se me reciba para poder mostrarlo, 
porque la única forma de dar mi testimonio es con la vivencia de las imágenes que tengo. En estos CD 
figura el trabajo escrito y un video que es solo de dos minutos. 


Soy médico ginecólogo y me trae aquí la posibilidad que me da mi Gobierno y que no puedo desperdiciar, 
porque tengo mucha responsabilidad ya que, además, soy Jefe de Servicio tanto del Departamento Mutual 
como del Departamento del Hospital. Por lo tanto, tengo que asumir el tema con responsabilidad y si bien lo 
hago a título personal, me sentí muy emocionado por el hecho de que me hayan llamado. 


Acerca -del proyecto de ley no tengo mucho para acotar, solo puedo decir que disiento con su objetivo. Por 
tanto, voy a decir por qué considero que un proyecto de esta naturaleza no debe ser aprobado. 


Lo único que quiero decir al señor Diputado Posada es que no es acertado lo que se establece en el 

artículo 10. Ese artículo establece que los médicos deberán decir expresamente que no realizarán este tipo de 
procedimientos, ya que si no manifiestan su objeción, implícitamente está diciendo que lo debe hacer. No. 
Debe ser al revés; debe decir quién lo va a hacer. Ahí está el primer error, porque si, como Gobierno, voy a 
dar esta posibilidad a mi población, en primer lugar, tengo que saber con qué recursos humanos voy a contar; 


tengo que saber cuántos médicos, anestesistas y enfermeras están dispuestos a realizar estas intervenciones, 
ya que todos se pueden negar. Por tanto, primero hay que saber con qué recursos humanos se cuenta para 
saber qué servicio se puede brindar, ya que de lo contrario se van a crear expectativas en la población que no 
se pueden cumplir. En ese sentido, les puedo decir que a nivel del Ministerio se van a formar filas y filas de 
gente que piensa que va a poder resolver su problema, pero quizá no pueda hacerlo debido a la falta de 
recursos humanos. Así que yo les diría que primero se debería hacer una encuesta para valorar los recursos 
humanos para, luego, analizar cómo seguir adelante. 


Quiero aclarar que mi problema no es religioso -si bien tengo religión -sino biológico. Todos sabemos que 
cuando se une el óvulo con el espermatozoide se genera un nuevo ser, aunque debamos esperar que pase un 
tiempo para diagnosticarlo. En realidad, si se piensa en la interrupción del embarazo, debo decir que hay 
muchas dificultades para llevar a cabo el diagnóstico tempranamente, y mucho más a nivel público, debido a 
la tecnología, a la -infraestructura y a los recursos humanos. Por tanto, casi nunca se va a poder llegar antes 
de las ocho o nueve semanas, y eso con muchísima suerte. 


Quisiera decir que una vez que se forma el embrión con la unión de esas células, este ya tiene factores 
locales, neuroendócrinos y hormonales y el genoma autónomo, que serán responsables de esa estructura, que 
es el ser humano. Además, a partir de las diez semanas de embarazo -todavía se estaría dentro de la 
validación para hacer el aborto -y hasta las cuarenta semanas, lo único que hace el embrión es crecer. El niño 
está totalmente formado y, repito, lo único que hace es crecer. Esto lo pueden leer en cualquier libro de 
biología. Por lo tanto, estamos ante un nuevo ser que tiene vida. Cuando observen las imágenes que traje 
podrán ver cómo va creciendo, con todos sus órganos que se van desarrollando, y que a partir de las diez 
semanas ya tiene todos los órganos y está todo formado. Por lo tanto, desde el punto de vista biológico, la 
formación y el desarrollo del embrión humano aparece como un proceso continuo, coordinado y gradual 
desde el momento de la fertilización, momento en el cual se constituye un nuevo organismo humano, dotado 
de la capacidad intrínseca de desarrollarse por sí mismo, hasta llegar a convertirse en un ser adulto. 


El primer problema que tenemos para interrumpir el crecimiento de este nuevo ser es el del diagnóstico 
precoz, ya que este no se podrá hacer después de las seis o siete semanas de embarazo; la ecografía lo 
visualiza recién a partir de las cinco semanas y el examen de orina determina el embarazo después de las seis 
semanas de gestación. 


En realidad, lo más importante es cuando llegamos a la ecografía. Desafortunadamente, no puedo mostrarles 
las imágenes, pero si ustedes las vieran también se preguntarían si alguien puede -llegar a convencerme de 
que realice abortos. Digo esto porque en las ecografías veo los latidos del corazón y veo que el niño me 
saluda, como se ve en las imágenes que tengo para que ustedes vean. Por tanto, es imposible que yo pueda 
destruir un nuevo ser a quien ni siquiera -hablando de derechos humanos -le puedo preguntar: "¿Vos querés 
que te mate?" En realidad, es muy duro. Por tanto, lo que lleva a que los seres humanos nos equivoquemos - 
todos lo hacemos ya que por algo somos humanos -es la falta de información. Por supuesto, yo tengo esa 
información y esa vivencia porque soy médico, ginecólogo y ecografista, y entiendo que la mayoría de la 
gente no la puede tener. 


Por otro lado, quiero aclarar que la legalización del aborto no logrará la desaparición de las complicaciones 
que acarrea, las cuales no voy a nombrar por falta de tiempo. De todos modos, quiero decir que las 
perforaciones, las hemorragias, las infecciones, la esterilidad y los problemas de depresión no desaparecerán 
por el hecho de que el aborto sea legal. En realidad, las infecciones y las perforaciones seguirán existiendo, 
porque los seres humanos cometemos errores. 


Pero lo que es peor es que no va a desaparecer la clandestinidad. ¿Acaso ustedes se imaginan que una 
persona va a llevar a su hija, por ejemplo, al Hospital de Paysandú -aunque en Montevideo también ocurren 
estos hechos, porque igual es un pueblo -o a un sanatorio en donde todos la conocen para que le hagan un 
aborto? De ninguna manera, ya que, por ejemplo, en Paysandú los vecinos se conocen; nadie tiene interés en 
que todos se enteren de que, por ejemplo, mi hija se hizo un aborto. Por tanto, la clandestinidad va a seguir 
existiendo. 


Además, tal como dije, no debemos olvidar el problema de los recursos humanos. Creo que a nivel de salud 
pública se generará un gran problema en este sentido y se va a formar una fila que va a llegar de aquí a 
Paysandú con gente que se querrá hacer un aborto. 


Tampoco se debe olvidar la ética y la moral de los profesionales. Además, a quienes realizamos ecografías 
nos resulta imposible agredir con instrumentos a un ser indefenso hasta despedazarlo; eso, lamentablemente, 
no lo puedo hacer, por lo que debo negarme a realizar esos procedimientos. 


Por otra parte, algunas personas piensan en esa posibilidad debido a problemas de alimentación o de sustento 
económico; se piensa en matarlo antes. Pero si una mujer que tiene diez hijos me plantea que no les puede 
dar de comer, yo no le voy a decir: "Tráeme seis que los voy a matar porque esos no pueden comer”. 
Entonces, si no lo hacemos cuando los niños ya nacieron, tampoco lo podemos hacer antes de que nazcan. 
Por supuesto, esta es una postura personal, ya que, por supuesto acepto la opinión de quienes están de 
acuerdo con el aborto; quiero que esto quede claro. En realidad, yo quisiera convencerlos de cambiar su 
postura, pero mi respeto hacia esas personas es muy grande, porque se debe saber disentir. 


En cuanto a nuestra lucha por el dolor que nos ocasiona que haya personas que consideran que la solución es 
la interrupción del embarazo, pienso que tenemos que buscar todos los caminos de la comprensión porque 
sabemos que las personas se equivocan porque no tienen información. Por este motivo, es fundamental que 
vean el video del que hablé. 


A continuación voy a leer algo que dijo, nada más y nada menos, que el doctor Héctor Gros Espiell, 
Presidente de la Comisión Jurídica del Comité de Bioética de la Unesco y Profesor Constitucional de 
Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República. Dijo así: [...] el Derecho a 
la Vida está garantizado por el Derecho Internacional y por el Derecho Interno -en el caso de Uruguay-, que 
el Derecho Internacional, aplicable directa e inmediatamente en nuestro Derecho, determina que la 
protección del Derecho a la Vida se inicia, en general, con la concepción (artículo 4 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos) y que la vida del ser que la mujer lleva en su seno es autónoma y 
propia, lo que conduce” -noten qué importante lo que dijo -"a la obligación jurídica de no aplicar, en los 
países en que existe la pena de muerte, esta pena a una mujer embarazada, ya que ello llevaría a privar de la 
vida no sólo a la persona condenada, sino, además, a la otra vida que lleva en su seno". 


Por tanto, quienes están a favor de la muerte y matan, si la mujer está embarazada no lo hacen hasta después 
del parto. 


Con respecto a si el número de muertes maternas justifica el aborto, los voy a informar porque manejo 
estadísticas. En nuestro país -que debe ser uno de los de Latinoamérica, y de muchas otras partes del mundo, 
que tiene una de las tasas de mortalidad materna más bajas del mundo -se mueren veinticinco mujeres por 
cada cien mil nacimientos. Hay un estudio que establece que el 50% de las muertes maternas eran por aborto. 
En ese momento tenía razón pero, ¿saben de qué número estábamos hablando? El estudio fue realizado en el 
Pereira Rossell, donde nacían diez mil niños por año -ahora tenemos 15% menos de población, pero ese es 
otro problema, y en cinco años se murieron catorce mujeres. De esas catorce mujeres, siete se murieron por 
aborto, y eso fue lo que armó el escándalo. Yo no quisiera que se me muriera ninguna, por supuesto, como 
todos ustedes, pero se nos mueren solo catorce en cincuenta mil nacimientos. Reitero: son siete mujeres, en 
cinco años, en cincuenta mil nacimientos. Todos quisiéramos que el número fuera cero, pero sabemos que eso 
no lo tiene nadie. ¿Salvar a siete mujeres justifica matar a miles y miles y miles de seres humanos? 


Me parece que es peor el remedio que la enfermedad. 


Por esto que les he explicado, no puedo admitir hacer abortos. No creo que sea la solución que, como todos 
sabemos, está en la educación. En las escuelas ni siquiera tenemos la posibilidad de dar educación sexual. 
Nosotros debemos enseñar y prevenir, aunque siempre algo se nos va a escapar. 


Esta es mi postura, este es mi sentimiento, aunque respeto las opiniones diferentes. Lamento que no vieran 
las imágenes, que fueron tomadas por mí mismo -no están traídas de ningún libro o de otro lugar, similares a 
las puede tomar cualquier ecografista. Los que tienen la suerte de tener el CD, vean cómo es un niño de seis 
semanas de gestación, que mide un centímetro y el corazón le late como el de cualquiera de ustedes. Lo 
pueden escuchar perfectamente. Quiero que escuchen eso y que vean a un niño de once semanas totalmente 
formado, que podríamos decir que saluda porque mueve su mano y se escucha el latido de su corazón. No me 
pidan que lo haga desaparecer. 


Ese es mi problema, y espero que me concedan la audiencia para que pueda mostrar el video. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su aporte. Con gusto distribuiremos el video entre todos los 
miembros de la Comisión. 


(Se retira de Sala el doctor Leoni) 
(Ingresan a Sala representantes de la Mutualista Hospital Evangélico) 


——— Damos la bienvenida a la doctora Evelyn Wibmer y a los doctores Enrique Píppolo y Nelson Morales, 
representantes de la Mutualista Hospital Evangélico. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Souza) 
SEÑOR PÍPPOLO.- Les agradecemos por recibirnos. 


Soy médico jubilado desde hace muchos años. Integro la Comisión Directiva del Hospital Evangélico junto 
con la doctora Wibmer, que es delegada de los médicos de la institución, y el doctor Morales, que es el 
Prosecretario. 


Hemos elaborado un documento en el que consideramos los puntos que nos parecen fundamentales con 
respecto al proyecto de ley que se está tratando. Dice: "Posición de la Mutualista Hospital Evangélico frente 
al Proyecto de ley: 'Interrupción excepcional del embarazo'.- Mutualista Hospital Evangélico es una entidad 
prestadora de salud, organizada bajo la forma de mutualista, cuyas autoridades son representantes honorarios 
de los socios, avalados por las distintas Iglesias Evangélicas del Uruguay vinculadas a la institución. Estos 
directivos son elegidos por asamblea representativa, de acuerdo a lo oportunamente establecido por el 
Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Educación y Cultura y en concordancia con los estatutos de la 
institución. Los mismos son honorarios así como todos los integrantes de las comisiones no técnicas.- El 
accionar de Mutualista Hospital Evangélico está basado en fundamentos filosóficos y religiosos establecidos 
por el ideario de comportamiento cristiano. Por ideario entendemos el conjunto de ideas fundamentales que 
caracterizan nuestra manera de obrar y vivir como comunidad, lo cual está en completa concordancia y en 
respeto de las Leyes Fundamentales que integran la Constitución de nuestra nación. En nuestra Institución 
hemos implementado todas las directivas que ha dado el MSP en esta área: Se creó la policlínica de salud 
sexual y reproductiva, multidisciplinaria con ginecólogo, psicólogo, obstetra y apoyo de asistente social.- Se 
brinda anticonceptivos orales sin costo, a socias que lo requieren.- Contamos con comité de bioética 
integrado por médicos, licenciado en enfermería, abogados, etcétera, capacitados para esta función. Este 
comité tiene como cometido el regular desde el punto de vista ético las actividades de la Mutualista.- Si bien 
como Institución no nos expedimos frente a la despenalización del aborto, solicitamos ser eximidos de la 
obligación expresada en el artículo 9 del proyecto de ley.- El artículo 9” dice: 'Las interrupciones de 
embarazo que se practiquen según los términos que establece la ley serán considerados actos médicos sin 
valor comercial. Todas las instituciones del Sistema Nacional Integrado de Salud, en forma directa o 
mediante contratación de los servicios pertinentes, tendrán la obligación de llevar a cabo este procedimiento a 
sus beneficiarias, siendo efectuado en todos los casos por médico ginecotocólogo'.- Cientíificamente está 
probado que todo ser que crece, se desarrolla y madura es un ser vivo sin límites en ese proceso evolutivo, 
como lo demuestran actualmente diferentes estudios, algunos difundidos a través de los medios de 
comunicación, como las ecografías de fetos humanos en 3D.- Fundamentamos nuestro planteo en que: Somos 
una Organización con una razón fundacional que hace a nuestra forma de ser, con estatutos elaborados por 
sus socios. Somos confesionales y reconocidos por el Ministerio de Educación y Cultura como tales.- 
Aspiramos a que este articulado se haga sin lesionar nuestros derechos y libertad ideológica.- Planteamos, 
por lo tanto, que la objeción de conciencia no debiera limitarse solo a los profesionales o personas físicas, 
sino también ampliarse a las personas jurídicas o instituciones como 'objeción de ideario'.- Nuestro deber 
como institución de Asistencia Médica colectiva es velar y promover salud. El embarazo es un estado 
biológico, que cursando en salud, su interrupción voluntaria no forma parte de nuestras responsabilidades". 
Está firmado por la Comisión Directiva de la Mutualista Hospital Evangélico: doctor Nelson Morales, 
doctora Evelyn Wibmer y quien habla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición ha quedado clara por lo cual agradecemos vuestra presencia y 
el material que nos dejan para tener en consideración para el tratamiento de este proyecto de ley. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Mutualista Hospital Evangélico) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Cristiana Uruguaya de Profesionales de la Salud) 


——— Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación Cristiana Uruguaya de Profesionales de la Salud 
-Acups, integrada por las psicólogas Gloria Hernández y Dina Boyadji, la doctora Magdalena Hermida y el 
pastor psicólogo Darío Cervetti. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Yo soy psicóloga y Presidenta de la Acups. Queremos agradecer a la 
Comisión por habernos recibido. 


En primer lugar, queremos presentar a la Acups, Asociación Cristiana Uruguaya de Profesionales de la Salud, 
que es una institución sin fines de lucro, fundada en el año 1986, integrada por profesionales cristianos del 
área de la salud y de la educación, que son miembros de diferentes iglesias cristianas evangélicas, cuyo 
objetivo es brindar un servicio a la comunidad y un testimonio colectivo a través de su profesión. Dicha 
institución actualmente tiene personería jurídica con sede en la ciudad de Montevideo. 


En el presente, Acups desarrolla las siguientes actividades: atención médico- psicológica en consultorio que 
funciona en su sede en Montevideo; servicio asistencial itinerante con un consultorio móvil que tiene su área 
de intervención en comunidades carenciadas de la capital y del interior del país, en conexión con el trabajo de 
iglesias evangélicas; actividades de información científica a la comunidad, charlas, seminarios, congresos, 
cursos en medios cristianos y seculares; intervención en programas radiales donde se tratan diferentes temas 
de salud; edición en nuestro departamento editorial de más de quince libros con temas actuales desde una 
perspectiva profesional cristiana. 


Voy a presentar a la doctora Magdalena Hermida, integrante de Medicina Familiar y Comunitaria de la 
ciudad de San José, miembro de Acups, quien hará su presentación desde la perspectiva médico- social. 


SEÑORA HERMIDA.- No voy a insistir en la parte biológica porque sé que los colegas de las 
diferentes delegaciones ya lo han hecho. Me voy a referir a lo social. 


Tenemos más de veinte años de experiencia en el trabajo social en la periferia de la ciudad de San José. Uno 
de los argumentos que se citan para detener el círculo de pobreza es despenalizar el aborto. Con autoridad 
podemos decir que eso no va a suceder porque las mujeres en general, y sobre todo las que están en situación 
de pobreza, voluntariamente no van a abortar. Es algo cultural, algo social y también falta de educación 
sexual adecuada. 


De aquí se desprende que nos interesaría muchísimo la implementación de una educación sexual adecuada y 
acorde al nivel escolar, hasta en escuelas para padres. Es una necesidad. Hoy nos llaman de las escuelas para 
hacer intervenciones a ese nivel, pero sabemos que una intervención una vez al año no es suficiente. 


Otro asunto que me interesa abordar -porque me parte el corazón cuando lo veo, es que a veces se 
sobreentiende que cuando el aborto es voluntario no deja secuelas. Tengo adolescentes de dieciocho años, y 
de menos, que se han hecho abortos voluntarios, a las que hemos tenido que atender en depresiones 
secuelares. Ellas se presentan con una sintomatología y en determinado momento dicen: "Todo comenzó 
luego de que me realicé un aborto. Pero mire que yo quise". La secuela emocional queda. En ese sentido, 
pensamos que las políticas de educación sexual son muy importantes. 


Asimismo, hay políticas de Estado y programas muy valiosos como Uruguay Crece Contigo. Este es un 
programa que valoramos muchísimo y creemos que sería un aliado fundamental. La intervención comienza 
antes de la concepción, con la preparación de la futura mamá con ácido fólico, con hierro, para que el bebé 
nazca saludable y, aunque sea pobre, tenga la suficiente capacidad intelectual como para romper el círculo de 
pobreza. Quiere decir que estamos apostando a la vida, a la superación. Lo quiero reconocer como un 
programa muy importante. 


Asimismo, es necesario destrabar las políticas de adopción. Tenemos muchas familias que durante años 
esperan tener un hijo. Al mismo tiempo, hay otras familias que se ven obligadas o llevadas o deciden hacer 
un aborto por penurias económicas, etcétera. Podemos dar a esas madres la oportunidad de tener a su hijo y 


ellas pueden tener la oportunidad de dar a su hijo una educación y una vida. Desde mi modesto punto de vista 
esa es una urgencia, todavía más importante que la despenalización del aborto a través de una ley contra la 
vida, dicho esto con todo respeto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Cámara de Representantes acaba de aprobar modificaciones al trámite de 
adopción, que esperamos vayan en el sentido que plantean. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- A continuación hará uso de la palabra la psicóloga Boyadji, psicóloga 
clínica y coordinadora de la policlínica de Acups en la ciudad de Montevideo. Dará su perspectiva 
desde lo psicológico. 


SEÑORA BOYADJI.- Voy a nombrar las consecuencias emocionales que se presentan en el síndrome 
posaborto: depresión; intento de autoeliminación; ansiedad; sentimiento muy fuerte de culpa cuando 
se acerca la fecha del aborto o la fecha en que nacería el bebé; incapacidad de perdonarse; si 
anteriormente había dificultades psiquiátricas, estas empeoran; abuso de alcohol y de drogas; 
promiscuidad; trastornos de la alimentación; insomnio; separación de la pareja; divorcio; pérdida de 
interés respecto de la sexualidad; sobreprotección de los hijos que estaban previos al aborto; maltrato 
a los hijos que vienen después del aborto; fobias; odio a todo lo relacionado con el aborto; problemas 
laborales y dificultades vinculares en general. 


Es importante saber que no se da todo junto, pero sí varios de estos síntomas, y que se pueden dar 
inmediatamente luego del aborto o luego de años. 


Es fundamental que se trate el duelo que se tiene que hacer para elaborar el aborto. 
Asimismo, hay factores de riesgo que pueden llevar a que el síndrome posaborto se agudice: la presión 
social; la presión de los padres o de la pareja; la duda; la inmadurez emocional; el miedo; el considerar al 


aborto como algo mágico que resuelve el problema, y los antecedentes psiquiátricos. 


Consideramos que es sumamente importante tratar lo emocional. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Soy psicóloga clínica. Tengo veinte años de ejercicio de la clínica y de la 
práctica profesional. Además, tengo la especialización en rehabilitación de personas adictas a las 
drogas. En el ejercicio de nuestra profesión vemos no solo mujeres sino también hombres que viven 
todo lo que acaba de relatar la psicóloga Boyadji. Este síndrome posaborto se da en el cien por cien de 
los casos a los que nos referimos. 


Para concluir, es muy importante abordar el tema de la interrupción voluntaria del embarazo y, sobre todo, es 
fundamental establecer otras estrategias para decir siempre sí a la vida. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos el tiempo que nos han brindado y los aportes, que serán 
analizados por la Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


